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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
SETIEMBRE 2015



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de SETIEMBRE DEL 2015. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes de amparos y hábeas corpus, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas votadas durante el mes, se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos ingresados

· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




PRESUPUESTO PARA EDUCACIÓN

Expediente: 15-013042-0007-CO

Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad planteada por la Presidenta de la ASOCIACIÓN DE PROFESORES DE SEGUNDA ENSEÑANZA (APSE), para que se declare inconstitucional la omisión de dictar la ley que contempla el párrafo segundo y transitorio II del artículo 78 de la Constitución Política.  Manifiesta que la evolución que ha tenido el artículo 78 de la Constitución Política, a lo largo de más de seis décadas, refleja el interés progresivo del legislador constitucional de fortalecer y desarrollar el sistema educativo costarricense; extendiendo, por una parte, de manera progresiva, la obligatoriedad de los diferentes niveles educativos, desde preescolar hasta la diversificada; por otra parte, asignándole a la educación pública un piso presupuestario, que comprende la educación superior, para garantizar que la población tenga acceso efectivo a la educación pública. Desafortunadamente, continúa, esa voluntad y mandato del legislador constitucional ha sido enervado por el legislador ordinario, ya sea porque ha omitido dictar la legislación que garantice la plena efectividad de la reforma constitucional -que es el objeto de la acción- o porque no se ha destinado efectivamente ala educación pública, las asignaciones presupuestarias que ordenó el poder derivado. La referida omisión se impugna en cuanto, en criterio de la accionante, por ley número 8954, del nueve de junio de dos mil once, se reformó el artículo 78 de la Constitución Política. Señala que el párrafo segundo de la mencionada reforma parcial estableció que, en la educación estatal, incluida la superior, el gasto público no será inferior al ocho por ciento anual del producto interno bruto (PIB) "de acuerdo con la ley". Añade que, el mismo párrafo segundo, delegó o reservó al legislador ordinario la definición o regulación de la fórmula para calcular el PIB. Manifiesta que el párrafo segundo se relaciona con el Transitorio II, de la misma reforma constitucional, que ordenó al legislador ordinario promulgar la ley contemplada en aquél párrafo dentro del año siguiente a la publicación de la enmienda constitucional. A la fecha, continúa, esa ley no ha sido promulgada, dando lugar a una inexcusable omisión del legislador ordinario, que constituye un incumplimiento del expreso mandato constitucional; cuya omisión es susceptible del correspondiente control de constitucionalidad como lo ha precisado la Sala Constitucional en la sentencia número 2005-05649. Solicita se declare inconstitucional la omisión absoluta de la Asamblea Legislativa, a contrapelo del mandato expreso impuesto en la reforma parcial del artículo 78 de la Constitución Política, de promulgar, dentro del plazo definido en el Transitorio II, la ley que regule la fórmula de cálculo del PIB. Resolución de las 11:05 del 03 de setiembre del 2015.

REGLAMENTO ACTUARIAL PARA LOS REGÍMENES DE PENSIONES

Expediente: 15-010347-0007-CO

Sentencia: Pendiente
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo15 del Reglamento Actuarial para los Regímenes de Pensiones creados por Leyes especiales y Regímenes Públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, publicado en la Gaceta N° 135 del 13 de julio del 2005. El artículo del Reglamento indicado se impugna por cuanto el Banco Nacional de Costa Rica publicó en la Gaceta del 8 de junio del 2015 la contratación directa No. 2015-CD- 001639-01, para 540 horas hábiles por servicios profesionales actuariales para el Fondo de Garantías y Jubilaciones Por tal razón, el 10 de junio del 2015, el accionante presentó su respectiva oferta dentro del tiempo otorgado en el cartel, sin embargo, en la Gaceta del 30 de junio de 2015, el Banco Nacional informó que la contratación había sido declarada infructuosa, tomando como base el Dictamen de la Dirección Jurídica D.J./1491-2015 Ref. 2821-2015, y lo previsto por el artículo 86, párrafo tercero del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. La oferta del accionante fue descartada, pese a que fue la única que se presentó y que cumplía todos los requisitos exigidos, en virtud de lo dispuesto por el artículo impugnado, el cual dispone que “los regímenes que contraten la evaluación anual externamente deberán cambiar al actuario o firma al menos cada cinco años. El profesional o firma podrán ser contratados nuevamente una vez transcurridos tres años continuos contados a partir de la fecha del último informe realizado por dicho profesional o firma”. Resolución de las 14:45 horasa del 09 de setiembre del 2015.
COBRO DE IMPUESTOS MUNICIPALES A CONCESIONARIOS DEL ESTADO

Expediente: 15-006132-0007-CO

Sentencia: Pendiente
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3.d de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de cantón de Esparza, Ley número 9111. La norma se impugna en cuanto infringe el artículo 121 inciso 14 y el principio de independencia de poderes, al imponer impuestos municipales a actividades desarrolladas por concesionarios del Estado en bienes de dominio público estatal. Resolución de las 14:40 horas del 09 de setiembre del 2015.

REGLAMENTO ACTUARIAL PARA LOS REGÍMENES DE PENSIONES

Expediente: 15-010347-0007-CO

Sentencia: Pendiente
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo15 del Reglamento Actuarial para los Regímenes de Pensiones creados por Leyes especiales y Regímenes Públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, publicado en la Gaceta N° 135 del 13 de julio del 2005. El artículo del Reglamento indicado se impugna por cuanto el Banco Nacional de Costa Rica publicó en la Gaceta del 8 de junio del 2015 la contratación directa No. 2015-CD- 001639-01, para 540 horas hábiles por servicios profesionales actuariales para el Fondo de Garantías y Jubilaciones Por tal razón, el 10 de junio del 2015, el accionante presentó su respectiva oferta dentro del tiempo otorgado en el cartel, sin embargo, en la Gaceta del 30 de junio de 2015, el Banco Nacional informó que la contratación había sido declarada infructuosa, tomando como base el Dictamen de la Dirección Jurídica D.J./1491-2015 Ref. 2821-2015, y lo previsto por el artículo 86, párrafo tercero del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. La oferta del accionante fue descartada, pese a que fue la única que se presentó y que cumplía todos los requisitos exigidos, en virtud de lo dispuesto por el artículo impugnado, el cual dispone que “los regímenes que contraten la evaluación anual externamente deberán cambiar al actuario o firma al menos cada cinco años. El profesional o firma podrán ser contratados nuevamente una vez transcurridos tres años continuos contados a partir de la fecha del último informe realizado por dicho profesional o firma”. Resolución de las 14:45 horasa del 09 de setiembre del 2015.
COBRO DE IMPUESTOS MUNICIPALES A CONCESIONARIOS DEL ESTADO

Expediente: 15-006132-0007-CO

Sentencia: Pendiente
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3.d de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de cantón de Esparza, Ley número 9111. La norma se impugna en cuanto infringe el artículo 121 inciso 14 y el principio de independencia de poderes, al imponer impuestos municipales a actividades desarrolladas por concesionarios del Estado en bienes de dominio público estatal. Resolución de las 14:40 horas del 09 de setiembre del 2015.

TRIBUTO PARA LA VENTA DE PALMA PRODUCIDA EN CORREDORES

Expediente: 15-012410-0007-CO

Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo trece de la Ley de Impuestos Municipales de Corredores, número 7139 y sus reformas, por estimarlo contrario a los artículos 11 y 33 de la Constitución y a los principios constitucionales de proporcionalidad, razonabilidad, igualdad ante las cargas públicas, generalidad, no confiscación y debido proceso.  La norma se impugna en cuanto establece un impuesto de 1.5% sobre el valor de venta de cada tonelada métrica de palma producida en el cantón de Corredores, mientras que los otros cultivos no son gravados; el impuesto se creó en otras circunstancias y, en la actualidad, los costos han aumentado significativamente y ha disminuido la producción; la contribución del sector productivo de palma es excesivamente alto en comparación con los ingresos que generan los demás sectores. Resolución de las 10:23 horas del 16 de setiembre del 2015.

NOMBRAMIENTO DE LOS JEFES DE LAS UNIDADES ADMINISTRATIVOS EN LA UNED


Expediente:15-013878-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso ch2) del artículo 25 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal a Distancia por estimarlo contrario a los artículos 11, 39 y 192 de la Constitución Política. La norma dispone: “Artículo 25.-El Consejo Universitario es el órgano directivo superior de la Universidad. Le corresponden las siguientes funciones: ch2) Nombrar a los Directores y Jefes de las Unidades Administrativas, por plazos definidos de seis años, por votación de al menos dos terceras partes del total de sus miembros.”   La norma se impugna en cuanto  establece un período determinado de nombramiento (contrato a plazo fijo) para un puesto que, a su juicio, está sujeto a las condiciones, lineamientos y principios laborales inderogables, aplicables al empleo público; y, además, porque dichos puestos están amparados a reglas de estabilidad, que sólo pueden ser quebrantadas en virtud de una Ley de la República. Resolución de las 9:54 horas del 21 de setiembre del 2015. 

 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]
	· Fallos recientes (amparos y hábeas corpus)



	OBLIGACIÓN DEL MEP DE PROVEER RECURSOS PARA ATENDER A LOS MENORES CON DISCAPACIDAD

Exp.15-009521-0007-CO
Res.Nº013254-15 


Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Las recurrentes  acuden  a este Tribunal en tutela de los derechos fundamentales de los amparados, concretamente, el derecho a la educación. Indican que los tutelados son menores con discapacidad visual que requieren la implementación de ayudas técnicas para continuar con el proceso lectivo. No obstante, pese a que se han realizado las valoraciones correspondientes y se han emitido  las recomendaciones pertinentes para cada caso en concreto, no se les ha suministrado bajo el argumento que "el presupuesto está agotado". Este Tribunal ha reiterado en varias oportunidades que el derecho a la educación no se garantiza con el mero ingreso a una institución educativa, sino que debe brindárseles a los educandos los requerimientos de acuerdo a sus necesidades, pues de no ser así estudiarían en condiciones discriminatorias, ya que, dadas sus condiciones especiales se verían compelidos a realizar un esfuerzo mayor que los demás. A mayor abundamiento, es dable indicar que deben tomar en consideración las autoridades recurridas del MEP, que toda autoridad administrativa tiene la obligación de reconocer y aplicar el principio del interés superior del menor, como pauta hermenéutica en la resolución de las diversas controversias que involucren a menores de edad, incluso ideando mecanismos apropiados y soluciones consecuentes a los intereses de esta población. Se trata de aplicar la normativa con un enfoque infantocéntrico, procurando siempre aquella solución que resulte de mayor beneficio para la persona menor de edad, máxime si se toman en cuenta  las dificultades con las que cuentan los amparados y las limitaciones que tienen para concluir el presente curso lectivo. Así, este Tribunal constata la lesión a los derechos fundamentales de los tutelados, situación que afecta no solo su derecho a la Educación, sino también el principio de igualdad, al ponerlos en una posición de desventaja en relación con el resto de educandos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, respecto a las autoridades competentes del Ministerio de Educación Pública. Se ordena a Sonia Marta Mora Escalante, a Rosa Adalia Escalante y a Ana Patricia Vásquez Chávez, por su orden, Ministra, Directora del Programa de Equidad y Directora Ejecutiva a.i. del Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva, todos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes en su lugar ejerzan ese cargo, realizar todas las gestiones necesarias para resolver definitivamente las solicitudes de material de apoyo recomendado a los amparados, a efectos de que puedan concluir el presente curso lectivo, todo dentro del plazo de TRES MESES a partir de la comunicación de esta sentencia, según lineamientos externados en el último considerando de esta sentencia. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. CLP



	SE ORDENA A LA UCR ENTREGAR INFORMACIÓN PRESUPUESTARIA

Expediente:15-005637-0007-CO 
Sentencia:013496-15

Recurso de amparo planteado por una periodista contra la UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. La recurrente reclama violación a su derecho de acceso a la información pública, pues alega que en la Universidad de Costa Rica le están negando la información solicitada sobre uso y manejo de fondos públicos del presupuesto público como son el del fondo 1311 y de la Red Sismológica Nacional. En este caso, considera la Sala que lo procedente por parte de la autoridad recurrida no era negar en su totalidad la información solicitada –como lo realizó con el sucinto correo electrónico enviado a la recurrente-, sino otorgar la información en general sobre los fondos públicos solicitados, lo cual son los puntos requeridos por la recurrente. Caso contrario, sería que la recurrente haya solicitado información confidencial estrictamente relacionada con la auditoría en cuestión, como por ejemplo la identidad de los denunciados, sus actos o actuaciones cuestionadas, o cualquier información que podría entorpecer u obstaculizar la investigación, información que claramente no podría ser entregada a la recurrente. Así, este Tribunal no observa cómo la información solicitada podría afectar la investigación, ni la autoridad recurrida se lo explica adecuadamente a la recurrente ni a este Tribunal. Por ende, lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a Wajiha Sasa Marín, en su condición de Directora de Divulgación e Información, y Guillermo Rolando Mora Chinchilla, en su condición de Director de la Escuela Centroamericana de Geología, ambos de la Universidad de Costa Rica,  proceder a dar acceso a la información solicitada por la recurrente el 14 de abril de 2015, lo anterior en un plazo de 15 días contados a partir de la notificación de esta resolución. 



	COBRO DE SALDOS ADEUDADOS EN HOGAR DE ANCIANOS ES VÁLIDO, DEBER DEL CONAPAM DE INVESTIGAR POSIBLE AGRESIÓN.


Exp:15-010814-0007-CO
Res.Nº2015013527

Recurso de amparo contra la Asociación Hijos de Nuestra Señora De Los Desamparados, (Hogares Magdala), Bello Horizonte, Escazú. Los recurrentes alegan que en el año 2013, el amparado ingresó a los Hogares Magdala. Establecen que el 24 de junio de 2015, recibieron un cobro por los supuestos saldos adeudados, por un total 3.100.000,00 colones, así como una advertencia de sacar al tutelado de dicho albergue, al cual se le ha presionado de manera constante -según indican-, por cuanto les otorgaron un plazo de 30 días a partir del 10 de julio de 2015, para que el amparado desaloje el Hogar, lo cual ha afectado física y psicológicamente al tutelado. Insisten en que se maltrata emocionalmente al adulto mayor para cobrar la deuda. La Sala descarta que exista una violación a los derechos fundamentales del amparado. En primer lugar porque la procedencia o no del cobro que está ejecutando la Asociación –cobro que según el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor es válido-  es un aspecto que escapa  del ámbito de competencia de esta jurisdicción. Por ello, deberán los recurrentes plantear sus inconformidades o reclamos ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales, podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En segundo lugar porque no se logró constatar que la recurrente haya solicitado al Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor  la ayuda económica para mantener al amparado en el hogar Asociación Hijos de Nuestra Señora de Desamparados. En tercer lugar porque no se logró acreditar que el amparado sea agredido física o emocionalmente.  Por otra parte tome nota el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor que legalmente le corresponde investigar de oficio la situación denunciada en amparo. De este modo, se llama la atención para que se proceda a la brevedad posible con el análisis del caso. De igual forma deberá la Apoderada de la Asociación Hijos de Nuestra Señora de Desamparados en apego a la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, número 7935, del 19 de octubre de 1999, y en aras de garantizar la estabilidad física, psíquica y emocional del amparado, mantener a Ernesto Roldán Flores en el albergue hasta tanto no exista una respuesta institucional del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor. Se declara sin lugar el recurso. SL



	SE ACUSA EL CAMBIO DEL HIMNO Y BANDERA DEL CANTÓN DE MONTES DE ORO SIN PARTICIPACIÓN CIUDADANA


Exp.Nº15-010140-0007-CO
Res.Nº2015013491

RECURSO DE AMPARO CONTRA ALCALDE DE MONTES DE ORO. Señala el recurrente que nació en Montes de Oro y reside en Miramar, por lo que se encuentra disconforme debido a que el Alcalde de Montes de Oro promovió unilateralmente un concurso denominado "Yo formo parte de la historia de mi cantón", que tiene como objeto diseñar una nueva bandera, componer un nuevo himno y crear un nuevo lema para Montes de Oro. Acusa que, para ese fin, esa autoridad dictó unilateralmente un reglamento que nunca fue publicado en La Gaceta, impidiéndole a los pobladores de Montes de Oro manifestarse previamente sobre esa opción. Afirma la reclamante que al pretender reemplazar los colores y el himno tradicionales que son de uso generalizado en Montes de Oro, se atenta contra el patrimonio cultural del cantón. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.



	AUDIENCIA DE PRORROGA DE MEDIDA CAUTELAR MAL GRABADA


Expediente:15-011899-0007-CO 
Sentencia:013294-15 


Recurso de hábeas corpus interpuesto contra el JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES DE PUNTARENAS y el TRIBUNAL DE JUICIO DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN). La recurrente reclama violación a la libertad personal de la tutelada, pues acusa que existieron varias irregularidades al momento de imponer la prórroga de prisión preventiva en su contra, como sería la mala grabación de esa audiencia. Al constatarse los problemas técnicos en la grabación de la audiencia en cuestión, que hacen difícil el acceso a su contenido, por lo que no es posible escuchar las motivaciones del Juez respecto a la prórroga de la prisión preventiva, se constata una violación al derecho de defensa de la tutelada, ya que el Juez debe necesariamente fundamentar su decisión de imponer la prisión preventiva, para lo cual debe indicar los motivos de hecho y de derecho en que se apoya, pues no se trata de repetir los presupuestos legales que permiten la medida, sino de darles contenido, a fin de que el interesado pueda ejercer su derecho de defensa e impugnar la decisión ante el Superior, si a bien lo tiene. En este sentido, lo que corresponde es anular las dos resoluciones sobre la prórroga de la prisión preventiva –la resolución que la impuso y la resolución que confirmó esta medida-, ordenando la reposición de la audiencia que conoce la solicitud de prórroga de la prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de la tutelada. Se anula la resolución de las 11:30 horas del 01 de julio de 2015 del Juzgado Penal de Buenos Aires de Puntarenas y el voto número 605-2015 de las 15:25 horas del 07 de agosto de 2015 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón. Se ordena al Juzgado Penal de Buenos Aires de Puntarenas la reposición de la audiencia que conoce la solicitud de prórroga de prisión preventiva en contra de la tutelada, y la acreditación de la misma mediante los medios técnicos pertinentes. CL



	PRÓRROGA DE MEDIDA CAUTELAR VÁLIDA A PESAR DE NO CONTAR CON VISTA PRIVADA PARA EL AMPARADO

Expediente:15-012365-0007-CO 
Sentencia:013365-15


Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO PENAL DEL TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ, SEDE HATILLO.-   El recurrente alega que se presentó a una audiencia de revisión de las medidas  cautelares  en la  cual  el Juez  Penal y su abogado llegaron al acuerdo de  realizar  una  audiencia o vista oral  privada  con  él,  sin  la  presencia de otros imputados y abogados defensores; sin embargo, dicha audiencia no ha sido programada.   Se tiene por acreditado que el 13 de julio de 2015 se realizó la audiencia respectiva, y mediante resolución de las 15:58 horas del 14 de julio de 2015, el despacho recurrido prorrogó por 3 meses más la prisión preventiva del tutelado. Según indica el juez recurrido bajo juramento la resolución de las 15:58 horas del 14 de julio de 2015 le fue notificada al amparado  La pretensión principal del recurrente fue atendida mucho antes que se interpusiera este recurso de habeas corpus. En todo caso, se advierte que, incluso, desde el 18 de mayo de 2015 (es decir, pocos días después de que solicitara el cambio de medida cautelar), el despacho accionado revisó de oficio la prisión preventiva decretada, determinando que lo procedente era mantener la medida toda vez que para ese momento las circunstancias no habían variado. Bajo esa inteligencia, es claro que desde el 18 de mayo de 2015, el recurrente tenía conocimiento de la posición del juzgado accionado en relación con el tema del mantenimiento de la prisión preventiva (ver en sentido similar la sentencia número 2015-012301). Se declara sin lugar el recurso. SL



	USO ABUSIVO DE LA FUERZA EN DETENCIÓN POLICIAL

Exp.15-012508-0007-CO 
Res.Nº 013393-15

Recurso de habeas contra la Delegación de la Fuerza Pública de Belén de Carrillo, Guanacaste. La recurrente alega que el 18 de agosto de 2015, aproximadamente a las 20:45 horas, oficiales de la Fuerza Pública de Belén de Carrillo detuvieron al tutelado y una vez que lo trasladaron a la delegación, lo golpearon, esposaron y le quitaron los zapatos por lo que tuvo que presentarse a la audiencia descalzo. Estima vulnerada la integridad física en perjuicio del tutelado. En relación con el abuso en la utilización de la fuerza por los oficiales que detuvieron al tutelado el 18 de agosto de 2015, existen suficientes indicios para considerar que sí hubo un menoscabo a su integridad física. Advierta el recurrido que en su jurisprudencia, esta Sala ha reconocido que las autoridades de policía pueden utilizar la fuerza para controlar aquellas personas que así lo ameritan; sin embargo, el empleo de esta debe ser razonable y proporcionado, pues de lo contrario se cae en abusos contrarios a la dignidad e integridad física de los detenidos. En el sub lite, los límites en la utilización de la fuerza en el caso del tutelado fueron sobrepasados, lo que vulneró sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo por infracción a la integridad física. Se ordena a Albis Ortíz Gutiérrez, en su condición de Jefe de la Delegación Distrital de Belén de Carrillo, o a quien ejerza ese cargo, que inicie de inmediato las investigaciones correspondientes a fin de determinar las eventuales responsabilidades de los oficiales involucrados en los hechos objeto de este recurso, lo cual no podrá superar el plazo de un mes contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Luego de eso deberá iniciar el procedimiento disciplinario correspondiente, que no podrá durar más de dos meses hasta el dictado del acto final. CLP



	INTERVENCIONES CORPORALES ABUSIVAS POR SUPUESTA PORTACIÓN DE DROGA AL INGRESO DEL CENTRO PENITENCIARIO


Exp:15-012149-0007-CO 
Res.Nº2015013630

Recurso de hábeas corpus contra EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DR. GERARDO RODRÍGUEZ ECHEVERRÍA, EL MINISTERIO PÚBLICO y LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La recurrente acusa que fue objeto de tratos crueles y degradantes por parte de las autoridades recurridas, quienes le acusaban de intentar introducir drogas en el Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría. Asegura que fue acosada constantemente por los policías penitenciarios, posteriormente, fue traslada a la Fiscalía y se le entregó una orden para la realización de un estudio radiológico; sin embargo, una vez en el Hospital San Rafael de Alajuela y, pese a que se realizó el referido examen que también dio resultado negativo, un ginecólogo le practicó un tacto vaginal y otro tacto anal en contra de su voluntad y mientras se encontraba esposada, lo cual, fue degradante y humillante. En este caso, se indica que en cuanto a la práctica de este tipo de pruebas que implica realizar intervenciones corporales, esta Sala ha indicado límites claros, entre ellos, que no debe poner en peligro la salud del examinado, deben ser ejecutadas por un médico según las reglas de la práctica médica o un perito idóneo previa orden necesaria de autoridad competente, debe tener utilidad (que se espere de ella un resultado de utilidad para la causa que se trate), deben existir indicios comprobados contra la persona acusada, la medida debe ser necesaria (esto es que el resultado que de ellas se espera no pueda ser obtenido por otros medios menos gravosos, pues si es posible sustituirla por una medida menos lesiva, esta última es la que ha de prevalecer) y, además, debe ser proporcional la intervención (es decir, debe existir proporcionalidad de la intervención, de la lesión que se pretende ejecutar, con la naturaleza de la lesión al bien jurídico que se ha dado con el delito que se investiga, pues deben guardar una relación de proporcionalidad a fin de equilibrar los intereses en juego. Así, se establece que la orden de la Fiscalía iba dirigida única y exclusivamente a realizarle a la amparada un examen radiológico y, por ende, considera esta Sala, que con la realización de otros exámenes adicionales a la recurrente sin orden expresa de autoridad competente, los funcionarios del centro médico recurrido excedieron las actuaciones que le fueron autorizadas por la autoridad jurisdiccional competente y, por ende, las pruebas resultaron innecesarias en los términos explicados pues, es claro, que ya se había obtenido un resultado negativo de un examen menos invasivo. Por lo expuesto, lo procedente es declarar con lugar el recurso, en cuanto a la autoridades médicas recurridas, tal y como se establece en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena al Dr. Francisco Pérez Gutiérrez en su condición de Director General del Hospital San Rafael de Alajuela, o a quien su lugar ejerza el cargo, que gire las directrices correspondientes a sus subalternos para que se abstengan de incurrir en situaciones como las que sirvieron de fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CLP



	PELIGRO INMINENTE POR FALTA DE REPARACIÓN DE PUENTE EN SAN CARLOS


Expediente:15-008188-0007-CO
Sentencia:013252-15. 

Recurso de amparo contra EL CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD Y LA COMISIÓN NACIONAL DE PREVENCIÓN DE RIESGOS Y ATENCIÓN DE EMERGENCIAS. La recurrente reclama que los dos puentes que conectan la comunidad de Cuatro Esquinas de Pital de San Carlos con la zona de Boca Tapada (Quebrada del Huevo Cuatro Esquinas y Quebrada el Huevo la Legua) necesitan reparaciones urgentes, porque se encuentran en estado de deterioro y ponen en riesgo a las personas usuarias que transitan -entre ellos mujeres embarazadas y niños-, además que su uso, está limitado a motocicletas y peatones. El peligro inminente permanece y, por ende, es evidente que las mismas resultan insuficientes para corregir la situación. Al respecto, es necesario explicarle a la autoridad recurrida que sobre ella pesan obligaciones específicas, de conformidad con los principios de eficiencia y eficacia -que delimitan el derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos- y, por ende, según el ámbito de su competencia, debe tener capacidad de previsión y de detección del deterioro de la infraestructura vial, en aras de evitar situaciones de riesgo para los administrados. Lo anterior, sin que las razones de naturaleza presupuestaria o, en general, la falta de recursos materiales, puedan ser justificantes para el incumplimiento de sus obligaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, con respecto a la responsabilidad del Consejo Nacional de Vialidad. En consecuencia, se le ordena a Carlos Segnini Villalobos, en su condición de Presidente del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, que dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias gire las instrucciones pertinentes, coordine y de manera inmediata tome las medidas necesarias, efectivas y oportunas para garantizar la solución del mal estado de los dos puentes de madera ubicados en la comunidad de Cuatro Esquinas de Pital de San Carlos, sobre la Ruta Nacional 250, que comunican con la zona de Boca Tapada, lo que deberá realizar en el plazo máximo de SEIS MESES, a partir de la notificación de esta sentencia, dentro del cual, si no se contara con los recursos en este momento, deberá gestionar oportunamente una modificación presupuestaria e introducir los recursos que permitan tomar las acciones pertinentes para darle la solución al problema indicado. Se declara sin lugar el recurso, respecto a la responsabilidad de la Comisión Nacional de Emergencias. CLP



	CAMBIO DE CENTRO DE SALUD ADSCRITO POR LUGAR DE RESIDENCIA NO VULNERA EL DERECHO A LA SALUD

Expediente:15-011784-0007-CO
Sentencia:013282-15 


Recurso de amparo contra el Director Médico y el Jefe de la Sección de Registros Médicos, ambos de la Clínica Dr. Ricardo Moreno Cañas. El recurrente alega que el carné de su madre venció el 13 de julio de 2015, por lo que acudió a la Clínica Dr. Moreno Cañas para el trámite de renovación respectivo. Dice que, sin embargo, ese trámite fue rechazado alegando que  "siempre ha vivido en Barrio México"  y,  en  consecuencia, debía acudir a su respectiva área de salud y de allí al Hospital México si así lo consideraban las  autoridades de salud. Proceder, con el cual manifiesta inconformidad, pues la amparada ya recibe atención en diferentes servicios médicos del Hospital San Juan de Dios. Para esta Sala, en el presente asunto no se está ante una denegatoria arbitraria de la atención médica pues, atendiendo a la normativa institucional y al criterio de adscripción conforme el lugar la residencia, a la amparada no se le renovó en la Clínica Dr. Ricardo Moreno Cañas el carné de adscripción debido a que vive en Barrio México, por lo que le corresponde a otros centros de salud su atención.  Actuaciones como la cuestionada han sido avaladas por este Tribunal al considerar que esa posición, en sí misma, no implica una lesión del derecho a la salud (véase, en similar sentido, el voto No. 2013-004520 de las 14:30 hrs. de 9 de abril de 2013). Más bien, se concluye que se trata de una disconformidad del recurrente, pues estima que a su madre se le debe continuar atendiendo en el Hospital San Juan de Dios y no en el Hospital México, donde se colige le corresponde en razón de su lugar de domicilio. Es evidente, que la Administración está en la obligación legal de verificar una serie de condiciones y requisitos para cumplir con la normativa que regula la materia, lo cual, implica una discusión de legalidad ordinaria que debe ser ventilada en las instancias competentes.   Se declara sin lugar el recurso. SL



	SUJETO PRIVADO DEBE PERMITIR ACCESO A ASADA, A SU PROPIEDAD PARA DARLE MANTENIMIENTO A TUBERÍA

Exp:15-011515-0007-CO 
Res.Nº2015013563


Recurso de amparo que se tramita en expediente número 15-011515-0007-CO, contra el ÁREA RECTORA DE SALUD DE GRECIA Y OTRO.    Alega el recurrente que dentro de la propiedad de la persona recurrida, se encuentra ubicado un paso de un ramal de tubería o línea de distribución del acueducto amparado, y debido a que dicha infraestructura está colapsada necesitan realizar los trabajos correspondientes, sin embargo, el recurrido ha impedido el acceso a su inmueble. Agrega que a pesar de que han solicitado la intervención de la autoridad sanitaria recurrida, ésta no ha solucionado el problema. Señala la Sala que al impedir el accionado a la Asociación el pleno cumplimiento de sus deberes en cuanto a la prestación, conservación, mantenimiento, reparación, vigilancia y control del recurso hídrico y la infraestructura necesaria para su aprovechamiento, violenta el derecho al agua de las personas de las poblaciones que se abastecen de ese sistema, por lo que en el caso bajo estudio se acredita que la actuación del recurrido resulta violatoria de los derechos fundamentales de los usuarios del servicio de agua potable indicado (v. en igual sentido la resolución # 2010-12012 de las 12:32 horas del 9 de julio del 2010). Se declara CON LUGAR el recurso únicamente contra Mario Albersi Aguilar Picado, propietario del inmueble inscrito en el Registro Nacional, Partido de Alajuela,. En consecuencia, se le ordena permitir de inmediato que los personeros y trabajadores de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario Santa Isabel – San Rafael de Grecia, ingresen al referido inmueble a efectos de reparar, dar mantenimiento y construir la infraestructura necesaria para la captación, utilización y distribución del recurso hídrico y permitir, en lo subsiguiente, el ingreso de trabajadores debidamente identificados a efectos de brindar mantenimiento y conservación a las obras de infraestructura del acueducto. CLP



	DETENCIÓN ILEGÍTIMA EN NEGOCIO COMERCIAL

Exp.Nº15-011826-0007-CO
Res.Nº2015013430

RECURSO DE HÁBEAS CORPUS CONTRA ALMACENES SIMÁN, SOCIEDAD ANÓNIMA Y OTRA.  Señalan las recurrentes que fueron a la tienda Stradivarius del "Grupo de Tiendas Simán", Franquicias ALSICORP, ubicada en Multiplaza de Escazú y al salir de la tienda, una vez terminadas las compras y pagado el importe de todo lo adquirido, se activó el detector del local comercial, por lo que se devolvieron a la caja para determinar cuál de los artículos adquiridos tenía todavía activado el dispositivo de seguridad que usualmente se quita al cancelar el importe. La cajera verificó todas las cosas que compraron y encontró, dentro de un bolso, una pulsera que ellas no sabían se encontraba dentro. Entregaron la pulsera -que nunca tuvieron intención de comprar- a la cajera, ésta volvió a cerrar su mercadería y procedieron a retirarse de la tienda. Acusa que fueron interceptadas por guardas de seguridad del local comercial, quienes de manera amenazante e intimidante les conminaron a volver a la tienda, lo cual hicieron con mucho miedo, dada la actitud agresiva mostrada. De vuelta en el negocio, siempre rodeadas y custodiadas de agentes de seguridad, armados y con radios sonando con volumen alto y ante la mirada de todas la personas presentes, se les indicó que su detención se daba por orden de la encargada de la tienda y con la finalidad de examinar el video de seguridad, para verificar si eran o no responsables de la introducción de la pulsera en el bolso, y decidir entonces si se informaba a la policía. Pese a protestar de manera enérgica, se le dejó frente a las cajas del negocio, exhibidas, humilladas, degradadas y víctimas de comentarios ofensivos, acoso psicológico y personal por espacio de una hora o más, bajo condiciones degradantes e inhumanas, de pie, sin poder ir al baño, ni utilizar sus celular y sin tomar en cuenta que una de las amparadas, padece de presión alta. Al cabo del plazo referido la encargada  se aproximó y dio la orden de dejarlas libres, sin disculpa o explicación alguna por parte de la tienda y su personal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Moisés Vincenzi Zúñiga, en su condición de Apoderado General Judicial de Promoda Internacional S.A., o a quien ejerza ese cargo, que de inmediato gire las órdenes e instrucciones correspondientes para que, en adelante, los dependientes de la tienda Stradivarius se abstengan de incurrir nuevamente en hechos similares a los ventilados en este asunto. Los Magistrados Armijo Sancho, Hernández López y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López da razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	CONCURSOS EN EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES PARA PUESTOS DIPLOMÁTICOS

Expediente:15-010965-0007-CO 
Sentencia:013265-15 


Recurso de amparo contra el JEFE DEL PROCESO DE RECURSOS HUMANOS y el MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO. La recurrente, en su condición de Presidente de la Asociación de Diplomáticos de Carrera objeta las resoluciones DM-032-2015 de las 15:00 horas del 30 de abril de  2015 y DM-093-2015 de las 16:00 horas del 14 de julio de 2015, del Ministro de Relaciones Exteriores, que declararon la inopia en las plazas sometidas a los concursos CCSE-025-15 y CCSE-061-15. Lo anterior, sin que previamente se otorgara oportunidad a todos los miembros del Servicio Exterior de participar en aquellos concursos y solicitando requisitos que no están en la ley. Además, alega que no agotaron los procedimientos internos de nombramiento, previo a sacar a concurso 21 plazas nombradas “por comisión”, todo lo anterior, en violación del derecho de acceso a los cargos públicos, el derecho al trabajo, el principio constitucional de razonabilidad y proporcionalidad, la garantía de legalidad y los artículos 140 incisos 8) y 9) de la Constitución Política. La pretensión de la Asociación recurrente de que se declaren nulos los concursos, resulta improcedente, de allí que si ésta considera que existen infracciones a la normativa legal o reglamentaria, debe acudir ante la autoridad recurrida, o a la jurisdicción ordinaria, vía en la cual podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En consecuencia, el recurso debe ser desestimado en todos sus extremos, como se dispone. Se rechaza por el fondo el recurso.  La Magistrada Hernández López pone nota. RF



	DEBER DE INICIAR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTES DE DESPIDO SIN RESPONSABILIDAD EN EL ICE

Exp.15-005648-0007-CO
Res.Nº013497-15


Recurso de amparo interpuesto contra el INSTITUTO COSTARRICENSE  DE ELECTRICIDAD (ICE). Los recurrentes manifiestan que  la Gerencia de Electricidad del Instituto Costarricense de Electricidad les notificó una sanción disciplinaria de despido sin responsabilidad patronal por falta grave fundamentada en el artículo 32 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, así como en el numeral 81, inciso 3).  No obstante, el acto administrativo de despido no contó con un procedimiento disciplinario previo. En el caso concreto se constata la infracción a los derechos fundamentales de los tutelados.  Lo anterior dado que se demostró que de previo a la comunicación de su despido por falta grave, no se instruyó un procedimiento administrativo y no se le concedieron a los amparados las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. Lo anterior, pese a que, como se acreditó, fueron contratados por el Instituto Costarricense de Electricidad bajo la modalidad de contrato indefinido (ver informe de ampliación).      En esa tesitura, al no haber actuado la parte recurrida en tal sentido, lo procedente es declarar con lugar el recurso, anular los oficios Nos. 0510-0387-2015 y  0510-0389-2015 y ordenar la reinstalación inmediata de los tutelados.  Lo anterior no obsta para que se instruya el procedimiento administrativo correspondiente a tenor del Estatuto de Personal del ICE, respetando los derechos constitucionales de los amparados al debido proceso y la defensa.  E, incluso, de estimarse necesario, se adopten las medidas cautelares correspondientes. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan los oficios Nos. 0510-0387-2015 y 0510-0389-2015, notificados a los amparados el 10 de abril de 2015. Además, se les restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se condena al Instituto Costarricense de Electricidad al pago de las costas, daños y perjuicios.  Los Magistrados Hernández López y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. CL



	USO ABUSIVO DEL IUS VARIANDI. DEBER DE OTORGAR GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO


Exp:15-011218-0007-CO
Res.Nº2015013540

Recurso de amparo contra EL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL.  El recurrente acusa que el 23 de julio de 2015, sin seguir el debido proceso, se le informó que a partir del 01 de agosto de 2015, se le trasladaría de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos a la de Puntarenas. Lo anterior, debido a que denunció a una persona con alto rango jerárquico dentro de la institución por acoso laboral y, además, por cuanto presenta problemas de salud. Considera que la situación descrita vulnera sus derechos fundamentales. Este Tribunal Constitucional estima que, en la especie, nos encontramos ante un uso abusivo del ius variandi por parte de la autoridad recurrida, pues el traslado del recurrente, aunque según lo informado bajo juramento, se fundamenta en la potestad otorgada por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 40-14 del 02 de mayo de 2014, artículo XXIII, en aras de mejorar el servicio público que brinda la institución a los usuarios y de conformidad con la prerrogativa otorgada a la Dirección General del artículo 18, de la Ley Orgánica del Poder Judicial para cambiar discrecionalmente de adscripción al personal de investigación, lo cierto es que, el caso del recurrente, este proceso ocurrió sin el respeto de las garantías constitucionales reconocidas en la jurisprudencia de este Tribunal. Debe recordare que dentro de las potestades del empleador se encuentra la de trasladar a un funcionario de un puesto a otro de la misma categoría, si así lo justifica el servicio público, pero dichos traslados, deben efectuarse de manera que no causen perjuicio grave al funcionario, por lo que en determinados casos –como el que se examina- se hace indispensable el otorgamiento de una audiencia, a fin de que el funcionario manifieste su disconformidad, todo en cumplimiento del debido proceso, situación que se omite por parte de la autoridad accionada, la cual aplicó el procedimiento sin que se respetara el derecho del amparado para que manifestara lo que estimara al respecto, pues ya no se trataba de un traslado voluntario, sino de un traslado obligatorio (véase al respecto la sentencia 2015-010624 de las 09:20 horas del 17 de julio de 2015). Bajo esta inteligencia, el recurso debe ser estimado, según se indica en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a GERALD CAMPOS VALVERDE, en su condición de Director General a.i. del Organismo de Investigación Judicial y a LUIS ÁNGEL ÁVILA ESPINOZA, en su condición de Sub Director General a.i., o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que previo a resolver, en forma definitiva, sobre el traslado del recurrente, se le otorguen las garantías del debido proceso constitucional, para que este pueda ejercer su derecho de defensa y señalar las situaciones objetivas relacionadas con su traslado. CL



	ACCESO AL EXPEDIENTE DE DENUNCIA EN CONTRA DE LA DIRECTORA DE AUDITORIA INTERNA DEL MOPT


Exp:15-011904-0007-CO
Res.Nº2015013599

Recurso de amparo interpuesto contra la AUDITORA INTERNA Y EL SUBAUDITOR INTERNO DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. El recurrente reclama que por oficio No. DAG-2015-2648 del 6 de agosto del 2015 la autoridad recurrida rechazó su solicitud de acceso al expediente No. 64-2015 donde se tramitó denuncia que presentó contra la Directora de la Auditoria Interna. Considera que la actuación de la recurrida vulnera lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Se acredita una infracción a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Al respecto, se acredita que en fecha 25 de junio del 2015, el amparado presentó ante la Auditoria Interna del Ministerio de Obras Públicas y Transportes denuncia contra tres funcionarios de la Dirección Financieros por no reunir los requisitos del artículo 64 del Reglamento Interno de la institución para ser exonerados de marca. Posteriormente en resolución No. DAG-R-68-2015 del 21 de julio del 2015, la autoridad recurrida ordenó el archivo de la denuncia No. 064-2015 presentada ante la Auditoria General. Nótese que en el presente caso la denuncia interpuesta por el amparado fue archivada motivo por el cual la documentación que consta en ella debe mantenerse en el expediente levantado al efecto y ser accesibles a las partes y a terceros, salvo en lo que se refiere a la identidad del denunciante y del denunciado. No hay ninguna razón que justifique la decisión de no darle acceso a la información a un ciudadano, porque las razones que podían justificar la confidencialidad, han desaparecido y se impone la accesibilidad a tales documentos en función del principio de transparencia y control ciudadano de las actuaciones de la administración. Así las cosas, la negativa de la autoridad recurrida en facilitarle al amparado tener acceso al expediente No. 64-2015 en cuestión vulnera lo dispuesto en el artículo 30 constitucional, motivo por el cual el presente recurso debe declarado con lugar, como en efecto se ordena. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Irma Gómez Vargas en su condición de Auditora General y Antonio Guasch Aguilar en su calidad de Sub Auditor, ambos personeros del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, que dentro del plazo de 5 DÍAS contado a partir de la notificación de la sentencia se le facilite al recurrente el acceso al expediente número 64-2015, salvo en lo que se refiere a la identidad de los denunciados, además de cualquier otra información que consideren que constituyen datos sensible y de acceso restringido protegidos por el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley No. 8968. CL



	INTERINO POR INTERINO EN LA CCSS

Exp:15-011776-0007-CO 
Res.Nº2015013583

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La recurrente alega, que por disposiciones arbitrarias tomadas por el director del área de salud accionada, mediante el oficio número ASA-DM-217-2015 del 4 de agosto de 2015, se le comunicó que su nombramiento interino se debía cancelar y que en su lugar se nombraría a otra funcionaria, pues a ésta le correspondía asumir la sustitución interina por la que fue nombrada, por lo que considera violentados sus derechos fundamentales. En relación con lo alegado por la recurrente, de los autos y del informe rendido bajo juramento por la autoridad recurrida, para la resolución del recurso, se ha tenido como debidamente demostrado que la normativa de la Caja, dispone que los nombramientos en sustitución de los titulares, que se van presentando, deberán seguir el orden de acuerdo con la antigüedad e idoneidad de los sustitutos que se tengan a disposición. En el caso concreto, la consulta a la persona más antigua, se hizo por un medio no autorizado, pues se estableció que de acuerdo a la consulta que se hizo al Departamento de Recursos Humanos, no se debe considerar la aplicación de “Whatsapp” como medio de comunicación en asuntos laborales, y en su lugar se debe recurrir a los medios establecidos por la Institución, por lo que resolvió el reclamo administrativo presentado, dejando sin efecto el nombramiento realizado a la recurrente y en su lugar nombrar a la persona que tenía mayor antigüedad, por cuanto le correspondía el nombramiento. Por lo anterior, no considera esta Sala que se hayan violentado los derechos fundamentales de la recurrente. Con base en lo anterior, se debe indicar que si la recurrente considera que tiene mejor derecho para realizar la sustitución interina que reclama, puede acudir a la vía de legalidad ordinaria, a plantear las acciones que corresponda. En consecuencia procede declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.



	DIVULGACIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS EN GRUPOS DE WHATSAPP


EXPEDIENTENº:15-005126-0007-CO 
Res.Nº2015013737

RECURSO DE AMPARO CONTRA EL TRIBUNAL DE INSPECCIÓN JUDICIAL DEL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que formaba parte, junto a otros compañeros de un grupo privado de la red social de mensajería de texto WhatsApp. Explican que el grupo mencionado era totalmente cerrado al público y fue creado para fines de comunicación de manera privada, sin intenciones de que el contenido trascendiera en un ámbito público. Indican que dicho grupo constaba únicamente de once participantes, los cuales sólo podían ingresar por medio de la autorización del administrador del grupo. Dicen que en ejercicio de sus derechos a la intimidad y la privacidad de las comunicaciones, se realizaban en el mencionado grupo de WhatsApp conversaciones en diferentes contextos, tales como familiares, educativos, económicos, sentimentales, sociales, etc. Manifiestan uno de los integrantes, sin el consentimiento ni autorización de los demás integrantes del grupo de WhatsApp, y violentando los derechos a la intimidad y a la privacidad de las comunicaciones de los aquí amparados, puso a disposición de otra persona el contenido del chat e imágenes que constaban en dicho grupo y con base en ello, les abrieron un procedimiento administrativo. En este caso, se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.



	LIMITAN PRESUPUESTO A ESCUELA PARA ALIMENTACIÓN DE ESTUDIANTES


Expediente:15-012272-0007-CO
Sentencia:013945-15

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Los recurrentes acusan que se realizó un rebajo considerable al presupuesto de alimentación de la Escuela Mariana Madrigal De la O, en relación con el 2014-2015, sin haber cambios en la matrícula y sin ninguna explicación. Aseguran que han acudido a la Dirección del Programa de Equidad del Ministerio de Educación Pública; no obstante, no han obtenido respuesta alguna. En este caso se analizan dos temas fundamentalmente: a) Sobre la reducción del monto que recibe por concepto de subsidios la Escuela Mariana Madrigal de la O. En este caso consta que se les dio en el 2014 un subsidio estatal adicional de alimentación que se otorga a estudiantes, sujeto a disponibilidad presupuestaria. Al respecto, conviene indicarle a los recurrentes que es innegable lo valioso que resultan este tipo de ayudas estatales, en criterio de este Tribunal, la aprobación de un subsidio de este tipo a favor de uno o más estudiantes, la inclusión de determinados colegios en ese programa o la ampliación de beneficiarios son aspectos que no son exigibles vía recurso de amparo, mecanismo procesal para tutelar la violación directa de derechos fundamentales. Esta Sala ha amparado asuntos en los que habiéndose, ya, aprobado una beca o subsidio a favor de una persona para un periodo determinado no se le deposita la ayuda o, bien, se suspende el beneficio aprobado sin justificación alguna pese a que aún se encuentra vigente el plazo por el que se aprobó; sin embargo, la situación planteada en este caso difiere de ese supuesto. Lo anterior, sin perjuicio de que en atención al principio de progresividad que caracteriza a los derechos económicos, sociales y culturales, se amplíe el ámbito de cobertura del beneficio siempre que se cuente con los recursos necesarios para garantizar su efectividad (véase en similar sentido la sentencia 2014-012643 de las 09:05 horas del 01 de agosto de 2014, referida al beneficio de transporte por falta de presupuesto). En conclusión, lo procedente es desestimar el recurso, respecto a este extremo se refiere. b) Sobre la falta de respuesta a las gestiones planteadas por los recurrentes. En el este caso, se plantea un supuesto de excepción, pues, se está ante una caso que involucra la falta de respuesta a gestiones a favor de menores de edad que, presuntamente, no ha sido resuelta dentro de un plazo razonable. Al respecto, debe aclararse que la gestión de información planteada por los recurrentes no es pura y simple (artículo 32, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional), si no corresponde a una pretensión que se ajusta dentro de los supuestos que establece la Ley General de la Administración Pública (artículo 261), pues requiere una investigación y análisis para resolver lo correspondiente. De ahí, que el plazo transcurrido a la fecha de interposición del recurso, sea el 17 de agosto de 2015, no completan los dos meses con que cuenta la Administración para resolver la gestión, por lo que al haberse planteado antes de tiempo, el amparo, éste resulta prematuro. Se declara sin lugar el recurso.



	INSTALACIÓN DE AGUJAS EN RESIDENCIALES DEBEN CUMPLIR LOS REQUISITOS DE LEY


Expediente:15-001240-0007-CO 
Sentencia:013743-15


Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE CARTAGO. El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone su inconformidad con la autoridad accionada por cuanto le limitan su derecho para transitar libremente por las calles que atraviesan el Residencial Real en Agua Caliente de Cartago. En efecto, el Asistente de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Cartago realizó inspección en el lugar de los hechos, observándose que, dicha vía cuenta con un control de paso en la entrada principal ubicada al costado oeste de la Urbanización, el cual consiste en una "aguja" que delimita el paso a todo lo ancho de la vía, además de una cadena metálica.  Puesto que existe un oficial de seguridad privada en una casetilla que es el encargado de abrir y cerrar las agujas. Con relación al tema de la instalación de agujas y otros dispositivos que restringen la libertad de tránsito o movimiento, este Tribunal, en el transcurso de los años, ha modificado los criterios jurisprudenciales y, es a partir de la sentencia número 2011-16711 de las 9:32 hrs. de 02 de diciembre de 2011, que la mayoría de integrantes estimó tales limitaciones (instalación de agujas y otros dispositivos) como legítimas, luego de la aprobación de la Ley 8892 de 10 de noviembre de 2010, que regula al efecto y permite o posibilita la instalación de mecanismos de seguridad en las urbanizaciones, residenciales y caseríos. Ahora bien, si la instalación de tales dispositivos se ha realizado conforme a lo señalado en la normativa no estaríamos ante una situación que vulnera los derechos, sin embargo, en los supuesto en los cuales no se atiende a lo indicado en esa norma se vulnera, de forma directa, el derecho a la libertad de tránsito. Por lo anterior, situaciones en las cuales, por las vías de hecho impide el paso de ciudadanos, sin ninguna autorización legítima, deberían estimarse como violaciones a la libertad de tránsito, se estima que existe –en el caso concreto- una lesión directa a un derecho fundamental sin ninguna matización. En los casos como el que se analiza, la violación legal, termina por constituirse en una violación de los derechos fundamentales de las personas, las cuales ven limitada su posibilidad de transitar por los lugares en los cuales se han impuesto restricciones para efectos de seguridad. En términos similares se pronunció el voto 008354-15. En este caso concreto, al igual que precedente citado, se comprueba fehacientemente que se han excedido los límites impuestos en la legislación ordinaria, como lo podría ser el cumplimiento de requisitos, tener los permisos municipales, exigir documentos o requisas para permitir el paso, impedir el acceso de forma arbitraria o bien cualquier vía de hecho ilegítima, resultaría una violación grosera de los derechos y garantías individuales. En estos casos, el recurso de amparo constituirá un remedio judicial efectivo para restablecer el derecho vulnerado debiéndose declarar con lugar el recurso, ordenando que, para la adoptar las medidas de seguridad que restrinjan o limiten la libertad de tránsito en las urbanizaciones o residenciales, se podrían disponer, únicamente, cuando se cumpla con todos los presupuestos que establece la normativa ordinaria y los reglamentarios adoptados a lo interno de los gobiernos locales. La discusión sobre el cumplimiento de algunos o de todos los requisitos, no es materia que deba conocer esta Sala, pero cuando las limitaciones a la libertad de tránsito se realizan al margen de la legalidad, por las vías de hecho, como en este caso, no puede ignorarse que se produjo una lesión a la libertad de tránsito, bajo estos supuestos, estimaría el amparo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a ROLANDO A. RODRÍGUEZ BRENES, en su condición de Alcalde de la Municipalidad de Cartago, a que en el plazo de UN MES, disponga lo necesario para que, en el caso de no haberse puesto a derecho la situación denunciada, sean removidos, de forma efectiva, los dispositivos colocados sobre la calle pública, objeto de este recurso.  



	INTEGRACIÓN DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL ICE CON PARIDAD DE GÉNERO


Expediente:15-007900-0007-CO
Sentencia:013885-15

Recurso de amparo contra el Consejo de Gobierno y el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). La recurrente estima vulnerados los principios constitucionales de igualdad e idoneidad, por cuanto el Consejo de Gobierno de esta administración designó en el Consejo Directivo del ICE a seis personas (incluyendo al Presidente Ejecutivo), de las cuales solo una es mujer; así, sumando a un hombre designado por el gobierno anterior, dicho órgano está conformado ahora por seis hombres y una mujer. Lo anterior resulta aun más grave porque no se realizó ningún concurso de antecedentes, cuya divulgación hubiera permitido a más mujeres interesadas presentar sus atestados y así maximizar el respeto a la paridad de género. En este caso se analizan los siguientes temas: a) sobre la tutela en la igualdad de oportunidades para las mujeres de acceder a los cargos públicos, se citan los votos 04819-03, 0716-98. b) Sobre el concurso de antecedentes exigido para nombrar a los miembros del Consejo Directivo del ICE. El ordinal 43 de la Ley Nº 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, modificó el numeral 10 de la Ley N° 449, Ley de Creación del ICE, se estatuye que la realización de un concurso de antecedentes resulta obligatoria a los efectos del nombramiento de los miembros del Consejo Directivo del ICE. Esta modalidad de nombramiento, por su connatural deber de publicidad, permite una mayor y más amplia participación ciudadana en el concurso, ya que le posibilita a toda persona, por iniciativa propia y no solo merced a una sugerencia del empleador, presentar sus atestados académicos, profesionales y personales en un proceso de selección de personal propio de un sistema democrático, transparente, participativo y revestido de publicidad, guiado por los principios constitucionales de idoneidad y no discriminación (artículos 33, 191 y 192 de la Ley Fundamental). C) Sobre el caso concreto, esta Sala estima que el Consejo de Gobierno se encuentra obligado, de conformidad con los principios constitucionales de igualdad, idoneidad y, además, de legalidad, a respetar el mandato del concurso de antecedentes que estipula el ordinal 10 de la Ley Nº 449, Ley de Creación del ICE (modificado por el numeral 43 de la Ley Nº 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones). Al respecto, queda claro que si bien el Consejo de Gobierno dispone de una amplia discrecionalidad para definir a quién nombra, esto solo lo puede hacer respetando el ordenamiento jurídico (no se puede designar a alguien que incumpla los requisitos de ley) y actuando orientado por los principios de igualdad e idoneidad (no se puede pasar por alto la paridad de género ni la realización de un concurso de antecedentes). D) Se declara parcialmente con lugar el recurso por lesión al principio de equidad de género en la designación de los integrantes de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Electricidad y la omisión de elegir a los directores de ese órgano colegiado con base en un concurso de antecedentes. Por mayoría, los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro, Hernández López, Salazar Alvarado y Salas Torres dimensionan sus efectos, con el fin de evitar serias dislocaciones en la dinámica operativa del Instituto Costarricense de Electricidad y disponen que la instauración de la paridad de género se ejecute de forma progresiva y conforme vayan venciendo los nombramientos ya realizados. Para ello, el Consejo de Gobierno -previa la realización de los concursos de antecedentes regulados en el artículo 10 de la Ley 449 del 08/04/1949 y sus reformas, y salvo inopia debidamente demostrada- deberá seleccionar mujeres para que integren la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Electricidad, hasta que ese órgano cumpla con la regla de paridad de género. De igual forma, deberá tomar este órgano las provisiones correspondientes para que los concursos futuros se realicen en los términos expuestos y con la antelación suficiente de forma tal que cuando venza un nombramiento, ya haya sido designado su reemplazo. Se ordena a Sergio Iván Alfaro Salas, en su condición de Ministro de la Presidencia, o a quien ejerza ese cargo, tomar las previsiones necesarias para que se actúe de conformidad con lo expuesto. Se desestima el amparo en cuanto se dirige contra el Instituto Costarricense de Electricidad, así como en lo concerniente al cargo del Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, ocupado por Carlos Obregón Quesada. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal coinciden en declarar parcialmente con lugar el recurso solo contra el Consejo de Gobierno por violación a los principios de equidad de género e idoneidad. Empero, difieren de la mayoría en cuanto a los efectos de esta declaratoria de inconstitucionalidad porque consideran que la misma acarrea como inexorable consecuencia, que los nombramientos actuales de los seis directivos del Consejo Directivo del ICE sean inconstitucionales, puesto que en cinco de ellos se irrespetó la paridad de género y en ningún caso se efectuó el concurso de antecedentes, requisito inexcusable impuesto por el numeral 10 de la Ley Nº 449, Ley de Creación del Instituto Costarricense de Electricidad. Por consiguiente, consideran que debería ordenarse a Sergio Iván Alfaro Salas, en su condición de Ministro de la Presidencia, o a quien ejerza ese cargo, que de inmediato emita las órdenes respectivas, a fin de que el Consejo de Gobierno en el plazo improrrogable de tres meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, proceda mediante un concurso de antecedentes a sustituir, por el plazo restante, al Director cuyo nombramiento esté más próximo por vencer. Asimismo, cada año subsiguiente, el Consejo de Gobierno deberá mediante concurso de antecedentes sustituir al Director cuyo nombramiento esté más próximo por vencer, esto es reemplazando uno por año. Salvo inopia debidamente demostrada, el Consejo de Gobierno deberá seleccionar prioritariamente mujeres hasta tanto no se cumpla con un mínimo de tres integrantes del género femenino en el Concejo Directivo del Instituto Costarricense de Electricidad. Las personas seleccionadas desempeñarán los puestos por el resto del periodo que le falte a quien vengan a suplir. Los directores actuales tienen derecho a participar en el nuevo concurso. A efectos de evitar graves dislocaciones al orden social y económico, los directores actuales se mantendrán en sus cargos hasta tanto no sean seleccionados sus sustitutos; además, esta sentencia no afecta la validez de los acuerdos y actuaciones ya tomados por el Consejo Directivo del Instituto Costarricense de Electricidad, ni de los que se vayan a tomar hasta la designación de los nuevos integrantes. Asimismo, consideran que el Consejo de Gobierno deberá tomar las provisiones correspondientes para realizar los concursos futuros con la antelación suficiente de forma tal que cuando venza un nombramiento, ya haya sido designado su reemplazo.- 



	SE ORDENA AL ICE ELABORAR UN PROYECTO A CARGO DE FONATEL PARA BRINDAR INTERNET A LA COMUNIDAD DE CONCEPCIÓN EN SAN CARLOS Y EL EL PLAZO DE DIECIOCHO MESES, SE BRINDE EL SERVICIO DE TELEFONÍA FIJA A LA COMUNIDAD MENCIONADA


Expediente:15-011831-0007-CO
Sentencia:013921-15

Recurso de amparo contra el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Los recurrentes alegan que desde hace varios años, en reiteradas ocasiones le han solicitado al ICE la instalación de telefonía fija e internet para su comunidad, conocida como Concepción, ubicada en Palmera de San Carlos; sin embargo, a la fecha los servicios públicos solicitados no han sido habilitados. En esta sentencia se analiza lo siguiente: a) Sobre los principios rectores constitucionales de los servicios públicos y el acceso a los servicios de telecomunicaciones y se cita la sentencia 11222-03.  b) En el caso concreto, considera este Tribunal que si bien le corresponde a la SUTEL, a través del FONATEL, promover el acceso a los servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera oportuna, eficiente, a precios asequibles y competitivos, a los habitantes de las zonas del país, donde el costo de las inversiones para la instalación y el mantenimiento de la infraestructura hace que el suministro de estos servicios no sea financieramente rentable (artículo 32 de la Ley General de Telecomunicaciones), ello no autoriza al ICE, como único proveedor del servicio telefónico básico tradicional, a renunciar a prestar un servicio público como el de telefonía fija, máxime que a la fecha es la única entidad que lo ofrece. De los autos se desprende que las autoridades del ICE descartaron la implementación de telefonía fija en la comunidad de Concepción, ubicada en Palmera de San Carlos, por cuanto ese proyecto no representa un beneficio para la institución desde la perspectiva financiera, pues los indicadores financieros no alcanzan los parámetros mínimos para catalogar el proyecto como un negocio rentable. Empero, tal argumento no resulta válido, puesto que, como ya se indicó, el ICE es el único proveedor nacional de tal servicio, lo que lo obliga a suministrarlo, condicionado eso a que la solución de particulares requerimientos técnicos demanden un tiempor prudencial para la instalación de tal servicio. c) En lo relativo a Internet, estima la Sala que también llevan razón los promoventes y se cita el voto 015018-12. c) Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Jaime Palermo Quesada, en su condición de Gerente de Telecomunicaciones del ICE, o a quien en su lugar desempeñe ese cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia, para que dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se elabore un proyecto a cargo de FONATEL a efectos de instalar la infraestructura necesaria para brindar el servicio de Internet a la comunidad de Concepción, ubicada en Palmera de San Carlos. Asimismo se le ordena al servidor supracitado ejecutar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia, para que dentro del plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde el servicio de telefonía fija a la comunidad mencionada. 



	ANOTACIÓN DE SANCIONES LABORALES


Expediente:15-006960-0007-CO
Sentencia:013882-15

Recurso de amparo contra el CONSEJO SUPERIOR, EL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL Y EL DEPARTAMENTO DE PERSONAL, TODOS DEL PODER JUDICIAL. El recurrente indica que como abogado está interesado en ingresar a la carrera judicial (concretamente, como Juez Penal 3 y 4). Alega que en el Sistema de Gestión Administrativa (SIGA) existen dos  anotaciones a su nombre: una revocatoria de nombramiento y una sanción de suspensión sin goce de salario por incumplimiento de deberes. Aduce que la revocatoria está impugnada en la jurisdicción contenciosa administrativa y lo resuelto por la Inspección Judicial está siendo impugnado ante el Consejo Superior del Poder Judicial. Afirma que a pesar de que solicitó al Consejo Superior eliminar esas anotaciones, le informaron que no podían ser eliminadas, lo que, en su criterio, le causa un perjuicio laboral. Estima la Sala que el presente asunto debe ser desestimado. Primero, las anotaciones indicadas no resultan ilegítimas o arbitrarias. Los órganos competentes de designar a las personas que ocuparán puestos de administrar justicia deben contar con la información necesaria de los oferentes para dar cumplimiento al principio de idoneidad comprobada que es un requisito indispensable para acceder a los cargos públicos establecido en el artículo 192 de la Constitución Política. En todo caso, como se vio, ya se dispuso las correcciones correspondientes, en el sentido de que las anotaciones se encuentran pendientes en otras instancias, en cuanto al Consejo Superior y en cuanto a lo resuelto por la  anotación de la Inspección Judicial, es una disconformidad que deberá plantearla en las vías de legalidad correspondientes.Se declara sin lugar el recurso.



	NO PERMITEN A INTERINO PARTICIPAR EN CONCURSO INTERNO EN HACIENDA. ACTUALIZACIÓN DE DATOS POR PARTE DEL SERVICIO CIVIL


Expediente:15-007205-0007-CO
Sentencia:013883-15

Recurso de amparo contra el Ministerio de Hacienda. El recurrente acude a esta Jurisdicción indicando que es funcionario interino como Técnico de Ingresos desde febrero de 2014 y que se publicó la apertura de concurso para optar por un puesto vacante en la Administración Tributaria, al cual se postuló; no obstante lo anterior, se le informó que debido a que se encontraba nombrado de manera interina no podría ser considerado para participar en dicho concurso. Como segundo punto, indica que no ha podido optar por un puesto en propiedad en razón de que debe realizar la prueba psicométrica del Servicio Civil, misma que no se aplica desde el año 2011, imposibilitando así su acceso a la carrera administrativa. En este caso se analizan los siguientes temas: a) En cuanto a la imposibilidad de participar en el concurso para puesto vacante en la Administración Tributaria San José, Oeste por encontrarse nombrado interinamente en otro puesto, se cita el voto 007599 y se indica que lo actuado por la administración, no se ajusta al bloque de constitucionalidad. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. B) En cuanto a la realización de las pruebas psicométricas y el acceso a la carrera administrativa, se cita el voto 02518-10 y se indica que la mecánica para conformar un registro de elegibles no puede basarse en datos desactualizados, hacerlo conlleva a un trato discriminatorio, que violenta no solo el derecho de igualdad sino el principio de idoneidad y el principio de eficiencia. Cuatro años desde que se hizo la última prueba psicométrica, es un plazo excesivo que excluye, sin un motivo razonable, a un número importante de candidatos. C) Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena a William Cordero Fernández en su calidad de Director del Departamento de Gestión del Potencial Humano del Ministerio de Hacienda o a quien ejerza ese cargo, disponer lo necesario para garantizar la participación del amparado en el Concurso para Profesional de Ingresos 1-B, Puesto Vacante en la Administración Tributaria San José Oeste (Subgerencia de Recaudación) y se abstenga de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirven de base a la estimatoria de este recurso de amparo. Asimismo, se le ordena a William Cordero Fernández en su calidad de Director del Departamento de Gestión del Potencial Humano del Ministerio de Hacienda o a quien ejerza ese cargo, que omita nombrar a algún funcionario en propiedad en aquellos casos en que pudiera participar el recurrente, hasta tanto la Sub Directora General del Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. De igual forma se le ordena Miriam Rojas González en su calidad de Sub Directora General del Servicio Civil que de inmediato actualice los atestados del amparado, en el concurso para Profesional de Ingresos 1-B, Puesto Vacante en la Administración Tributaria San José Oeste (Subgerencia de Recaudación), de modo tal que no remita al Ministerio de Hacienda ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la accionante, hasta tanto no proceda con la actualización indicada. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar el recurso en cuanto al primer alegato.



	SE ORDENA DAR PERMISO A MADRE PARA CUIDAR HIJA ENFERMA

 
Expediente:15-012298-0007-CO
Sentencia:013949-15

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. El recurrente alega que la amparada labora como encargada de costos de la fábrica de ropa de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señala que la hija de la tutelada padece de una cardiopatía congénita con una esternosis aórtica severa con área valvular crítica, lo cual ha ameritado que sea operada en diversas ocasiones y que tenga de riesgo de muerte súbita. En virtud de lo anterior, la amparada solicitó licencia extraordinaria para cuido de pacientes en dos ocasiones y ante una nueva operación, lo solicitó por tercera vez; no obstante, le fue negada, pues sostienen que, de conformidad con la normativa, la gestión es improcedente, pues de conformidad con el artículo 47 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social, se agotó el plazo de seis meses. Al respecto, estima este Tribunal Constitucional que, efectivamente, se han vulnerado los derechos fundamentales de la madre y la joven amparadas. En ese sentido, y al examen de la normativa aplicable, estima este Tribunal que la licencia solicitada en la tercera oportunidad es consecuencia de un nuevo hecho que afecta la salud de la joven, la cual fue sometida a una cirugía a corazón abierto y ha tenido complicaciones médicas, necesitando la asistencia de la madre, con lo cual no resulta aplicable la limitación legal impuesta en el tanto se trata de una nueva situación de enfermedad, siendo la resolución que rechaza este permiso no solo es contraria a la normativa institucional, sino también lesiona el derecho de la constitución, particularmente al derecho a la salud de la joven amparada. Las licencias se pueden autorizar, nuevamente, siempre que haya diferencia entre los hechos que originan un quebranto de la salud de la persona beneficiada. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a OVIDIO VALERIO MURILLO, en su condición de Director de Producción Industrial de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quien ocupe ese cargo, que gire las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias a fin de otorgar la licencia con goce de salario a la recurrente, a partir de la fecha de solicitud (27 de julio de 2015) por el plazo de tres meses y de mantenerse la situación que dio origen a la licencia, prorrogarla por un período igual. 



	NOTIFICACIÓN PERSONAL SOBRE SUSPENSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN


Expediente:15-010879-0007-CO
Sentencia:014313-15

Recurso de amparo contra EL COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA. El recurrente acusa que, sin seguir el debido proceso, se le suspendió en el ejercicio de la profesión, pese a que la sentencia del Tribunal de Juicio Puntarenas, que le condenó a diez años de prisión por el delito de administración fraudulenta, no se encuentra en firme. Asimismo, se muestra inconforme por cuanto, según su opinión, la medida cautelar debió ser dictada por la Junta Directiva constituida en Consejo de Disciplina y no por la Fiscalía del colegio recurrido. Este Tribunal ha analizado la razonabilidad de la adopción de medidas cautelares ante causam y, además, no le compete revisar si propiamente la decisión de suspenderle en forma cautelar, se ajusta o no a la normativa legal vigente, así como, tampoco, le compete determinar cuál es el órgano competente para imponer esa medida, labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que este Tribunal no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. No obstante, la Sala indica que sí es materia tutelable en la vía constitucional, la acusación  del recurrente respecto a la falta de notificación de la medida cautelar impuesta, pues tal circunstancia, podría generar una violación de su derecho de defensa, garantizado en el artículo 39, Constitucional; y, por ende, una violación a su derecho al debido proceso, contenido en el artículo 41, de ese mismo cuerpo normativo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la acusada violación al debido proceso y derecho de defensa por la omisión de la autoridad recurrida de notificar al recurrente, en forma personal, la resolución de las 10:05 horas del 22 de julio de 2015, en el Centro de Atención Institucional El Roble, en el que se encuentra recluido. Se ordena a Diego Moya Meza, en su condición de Apoderado Especial Judicial y a Vilma B. Mesén Madrigal, en su condición de Fiscal, ambos del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos que, en el plazo de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, notifiquen -personalmente- al recurrente la resolución de las 10:05 horas del 22 de julio de 2015, a efecto de que pueda ejercer su derecho de defensa. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 



	EXAMEN DE INCORPORACIÓN AL COLEGIO DE ABOGADOS


Expediente:15-013368-0007-CO 
Sentencia:014471-15

Recurso de amparo contra  el PRESIDENTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE COSTA RICA.  Manifiesta el recurrente que está disconforme con la entrada en vigencia del Reglamento de Deontología Jurídica, Vigilancia y Excelencia Académica que dispone la realización de un examen de excelencia como requisito previo para la incorporación al colegio recurrido. Sostiene que la puesta en vigencia de dicho reglamento debió seguir el trámite legislativo correspondiente, lo cual no se hizo; y, por lo tanto, constituye una atribución ilegítima por parte del Colegio. Recientemente la Sala se ha manifestado a favor del establecimiento de los requisitos señalados en el Reglamento que se pretende cuestionar, así como de la competencia que tiene el Colegio de Abogados para su emisión, dada la obligatoria función que tiene el Colegio para verificar la idoneidad en el ejercicio profesional de la abogacía. Así, mediante sentencia 2014-18217, señaló esta Sala que: “Resulta (…) incorrecto entender que hay un exceso en la función del Colegio de Abogados pues como la propia tutelada lo señalada, esa institución debe verificar la idoneidad, pero no limitado a un solo aspecto como sería la ética, sino en su sentido más amplio de capacidad para desarrollar la profesión con un mínimo de calidad.- Por ello no hay lesión alguna a ningún derecho fundamental…”. Se rechaza por el fondo el recurso.



	NIEGAN PERMISOS DE TRANSPORTE Y COMERCIALIZACIÓN DE COMBUSTIBLE A EMPRESAS CON TANQUES DE ALMACENAMIENTO DE COMBUSTIBLE VENCIDOS

Expediente:15-012386-0007-CO
Sentencia:014361-15

Recurso de amparo contra la REFINADORA COSTARRICENSE DE PETRÓLEO Y EL MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA. Alega el recurrente que personeros del Ministerio recurrido ordenaron a Recope no vender combustible a la empresa Gas Caribe Sociedad Anónima, sin saber el motivo de dicha disposición, pese a tener todos los permisos al día para la distribución del combustible, y existir un contrato vigente. Manifiesta que a la empresa en mención no se le ha realizado notificación alguna por parte de las autoridades recurridas. A criterio de este Tribunal, la medida que aquí se cuestiona, no solamente no es arbitraria, sobre todo porque esta debidamente fundamentada jurídicamente, sino resulta procedente y oportuna dado el riesgo ya mencionado. Tómese en cuenta que queda evidencia de que la Dirección General de Transporte y Comercialización de Combustible, ha ordenado a la sociedad concesionaria que realice un cierre técnico de los tanques de almacenamiento de combustibles, ya que se encuentran vencidos desde hace varios años, y a la fecha esto no ha sido atendido. Por otra parte conforme al razonamiento realizado por esta Sala Constitucional, en la resolución número 2014-14201, la continuación en la operación de estaciones de servicio con tanques de pared sencilla que hayan sobrepasado los veinte años desde su fabricación constituye una violación a lo establecido en el 81.10 del Decreto Ejecutivo 30131-MINAE-S ya citado, y por ende una vulneración del derecho constitucional que tiene la ciudadanía a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara SIN LUGAR el recurso. Los Magistrados Castillo Víquez, Hernández Gutiérrez y Salazar Alvarado ponen nota.-



	LIMITAN PRESUPUESTO A ESCUELA PARA ALIMENTACIÓN DE ESTUDIANTES


Expediente:15-012272-0007-CO
Sentencia:013945-15

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Los recurrentes acusan que se realizó un rebajo considerable al presupuesto de alimentación de la Escuela Mariana Madrigal De la O, en relación con el 2014-2015, sin haber cambios en la matrícula y sin ninguna explicación. Aseguran que han acudido a la Dirección del Programa de Equidad del Ministerio de Educación Pública; no obstante, no han obtenido respuesta alguna. En este caso se analizan dos temas fundamentalmente: a) Sobre la reducción del monto que recibe por concepto de subsidios la Escuela Mariana Madrigal de la O. En este caso consta que se les dio en el 2014 un subsidio estatal adicional de alimentación que se otorga a estudiantes, sujeto a disponibilidad presupuestaria. Al respecto, conviene indicarle a los recurrentes que es innegable lo valioso que resultan este tipo de ayudas estatales, en criterio de este Tribunal, la aprobación de un subsidio de este tipo a favor de uno o más estudiantes, la inclusión de determinados colegios en ese programa o la ampliación de beneficiarios son aspectos que no son exigibles vía recurso de amparo, mecanismo procesal para tutelar la violación directa de derechos fundamentales. Esta Sala ha amparado asuntos en los que habiéndose, ya, aprobado una beca o subsidio a favor de una persona para un periodo determinado no se le deposita la ayuda o, bien, se suspende el beneficio aprobado sin justificación alguna pese a que aún se encuentra vigente el plazo por el que se aprobó; sin embargo, la situación planteada en este caso difiere de ese supuesto. Lo anterior, sin perjuicio de que en atención al principio de progresividad que caracteriza a los derechos económicos, sociales y culturales, se amplíe el ámbito de cobertura del beneficio siempre que se cuente con los recursos necesarios para garantizar su efectividad (véase en similar sentido la sentencia 2014-012643 de las 09:05 horas del 01 de agosto de 2014, referida al beneficio de transporte por falta de presupuesto). En conclusión, lo procedente es desestimar el recurso, respecto a este extremo se refiere. b) Sobre la falta de respuesta a las gestiones planteadas por los recurrentes. En el este caso, se plantea un supuesto de excepción, pues, se está ante una caso que involucra la falta de respuesta a gestiones a favor de menores de edad que, presuntamente, no ha sido resuelta dentro de un plazo razonable. Al respecto, debe aclararse que la gestión de información planteada por los recurrentes no es pura y simple (artículo 32, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional), si no corresponde a una pretensión que se ajusta dentro de los supuestos que establece la Ley General de la Administración Pública (artículo 261), pues requiere una investigación y análisis para resolver lo correspondiente. De ahí, que el plazo transcurrido a la fecha de interposición del recurso, sea el 17 de agosto de 2015, no completan los dos meses con que cuenta la Administración para resolver la gestión, por lo que al haberse planteado antes de tiempo, el amparo, éste resulta prematuro. Se declara sin lugar el recurso.



	ACCESO A LA INFORMACIÓN DE INVESTIGACIÓN PRELIMINAR

Expediente:15-011695-0007-CO 
Sentencia:014323-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO. El accionante estima lesionado su derecho al acceso a la información, toda vez que de manera verbal solicitó un expediente administrativo sobre una investigación que realiza el Ministerio recurrido; sin embargo, le negaron injustificadamente el acceso al mismo, señalando que contiene información que no es de carácter público. Este Tribunal descarta la lesión alegada por el recurrente, toda vez que constata que el acceso a la información solicitada no es de carácter irrestricto y, que las actuaciones de la autoridad recurrida se ajustan a la normativa internacional. En este caso, el recurrente no es parte y por tratarse de un proceso en etapa de investigación, la denegatoria por parte del Ministerio recurrido no resulta arbitrario. Se declara sin lugar el recurso.

	INSTALACIÓN DE AGUJAS EN RESIDENCIALES DEBEN CUMPLIR LOS REQUISITOS DE LEY


Expediente:15-001240-0007-CO 
Sentencia:013743-15


Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE CARTAGO. El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone su inconformidad con la autoridad accionada por cuanto le limitan su derecho para transitar libremente por las calles que atraviesan el Residencial Real en Agua Caliente de Cartago. En efecto, el Asistente de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Cartago realizó inspección en el lugar de los hechos, observándose que, dicha vía cuenta con un control de paso en la entrada principal ubicada al costado oeste de la Urbanización, el cual consiste en una "aguja" que delimita el paso a todo lo ancho de la vía, además de una cadena metálica.  Puesto que existe un oficial de seguridad privada en una casetilla que es el encargado de abrir y cerrar las agujas. Con relación al tema de la instalación de agujas y otros dispositivos que restringen la libertad de tránsito o movimiento, este Tribunal, en el transcurso de los años, ha modificado los criterios jurisprudenciales y, es a partir de la sentencia número 2011-16711 de las 9:32 hrs. de 02 de diciembre de 2011, que la mayoría de integrantes estimó tales limitaciones (instalación de agujas y otros dispositivos) como legítimas, luego de la aprobación de la Ley 8892 de 10 de noviembre de 2010, que regula al efecto y permite o posibilita la instalación de mecanismos de seguridad en las urbanizaciones, residenciales y caseríos. Ahora bien, si la instalación de tales dispositivos se ha realizado conforme a lo señalado en la normativa no estaríamos ante una situación que vulnera los derechos, sin embargo, en los supuesto en los cuales no se atiende a lo indicado en esa norma se vulnera, de forma directa, el derecho a la libertad de tránsito. Por lo anterior, situaciones en las cuales, por las vías de hecho impide el paso de ciudadanos, sin ninguna autorización legítima, deberían estimarse como violaciones a la libertad de tránsito, se estima que existe –en el caso concreto- una lesión directa a un derecho fundamental sin ninguna matización. En los casos como el que se analiza, la violación legal, termina por constituirse en una violación de los derechos fundamentales de las personas, las cuales ven limitada su posibilidad de transitar por los lugares en los cuales se han impuesto restricciones para efectos de seguridad. En términos similares se pronunció el voto 008354-15. En este caso concreto, al igual que precedente citado, se comprueba fehacientemente que se han excedido los límites impuestos en la legislación ordinaria, como lo podría ser el cumplimiento de requisitos, tener los permisos municipales, exigir documentos o requisas para permitir el paso, impedir el acceso de forma arbitraria o bien cualquier vía de hecho ilegítima, resultaría una violación grosera de los derechos y garantías individuales. En estos casos, el recurso de amparo constituirá un remedio judicial efectivo para restablecer el derecho vulnerado debiéndose declarar con lugar el recurso, ordenando que, para la adoptar las medidas de seguridad que restrinjan o limiten la libertad de tránsito en las urbanizaciones o residenciales, se podrían disponer, únicamente, cuando se cumpla con todos los presupuestos que establece la normativa ordinaria y los reglamentarios adoptados a lo interno de los gobiernos locales. La discusión sobre el cumplimiento de algunos o de todos los requisitos, no es materia que deba conocer esta Sala, pero cuando las limitaciones a la libertad de tránsito se realizan al margen de la legalidad, por las vías de hecho, como en este caso, no puede ignorarse que se produjo una lesión a la libertad de tránsito, bajo estos supuestos, estimaría el amparo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a ROLANDO A. RODRÍGUEZ BRENES, en su condición de Alcalde de la Municipalidad de Cartago, a que en el plazo de UN MES, disponga lo necesario para que, en el caso de no haberse puesto a derecho la situación denunciada, sean removidos, de forma efectiva, los dispositivos colocados sobre la calle pública, objeto de este recurso.  



	RETÉN POLICIAL


Expediente:15-012282-0007-CO
Sentencia:014121-15

Recurso de hábeas corpus contra FUERZA PÚBLICA DELTA 20 DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PODER JUDICIAL. El recurrente reclama violación a su libertad personal, pues acusa que fue detenido de forma arbitraria por parte de oficiales de la Fuerza Pública de Acosta y se procedió a requisar su vehículo sin su consentimiento. Este Tribunal verifica que no ha existido violación alguna a la libertad personal del tutelado, ha sido debidamente acreditado que la Delegación Policial recurrida actuó conforme a derecho, pues se evidencia que existió una denuncia de robo, en donde se indicaron las características de un vehículo, el cual era conducido por el recurrente, por lo que los oficiales de esa Delegación procedieron a abordarlo, momento en que los imputados, percatándose de la presencia de las autoridades policiales, deciden darse a la fuga y dos de los imputados de calidades desconocidas huyen del lugar corriendo mientras el recurrente intenta distraer la acción policial ingresando a la ferretería del lugar. En este sentido, se constata que existieron indicios suficientes para proceder con la detención del recurrente. Se confirmó que las diligencias realizadas por los recurridos fueron efectuadas conforme a derecho y que la detención del recurrente no fue arbitraria, pues mediaba sospecha de la comisión de un ilícito penal, lo que justificaba la actividad investigativa desplegada y su detención temporal para determinar la manera de proceder, al amparo del artículo 237 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso.

	PROCESO PENAL CONTRA INDÍGENA


Expediente:15-012347-0007-CO
Sentencia:014123-15

Recurso de amparo contra FISCALÍA DE COTO BRUS (SAN VITO). Reclama el amparado quién es una persona panameña de la comarca Ngöbe Bugle se tramita un proceso penal por el delito de agresión en contra de su ex pareja en el cual no se ha respetado sus tradiciones. Este tribunal descarta la infracción de algún derecho fundamental, en contra del amparado con fundamento en las razones que a continuación se exponen:  1) se acredita que en contra del amparado quien es nacional de Panamá se tramita proceso penal ante el Juzgado Penal de Coto Brus por el delito de violación y un delito de maltrato. 2) En la causa penal en contra del recurrente se le tomó declaración indagatoria al amparado. De previo en ese acto en presencia de la defensora pública, se le consultó al imputado si requiere de traductor en idioma Guaymi, el mismo indicó que entiende español y para ese acto no requiere de traductor. 3) Además se indicó que dentro de esa causa deben respetar la Ley Indígena, Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condiciones de Vulnerabilidad, así como cualquier convenio aplicable en materia indígena. Nótese que en la tramitación del proceso penal el amparado ha contado con representación legal y la última medida cautelar de prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada en la necesidad de realizar el debate. Las autoridades recurridas informaron bajo juramento que en las distintas diligencias judiciales el amparado ha contado con un traductor y se ha respetado su derecho de participación y defensa, se ha utilizado un lenguaje sencillo procurando que el encartado comprenda los razonamientos utilizados por el juez en respeto de las Reglas de Brasilia. Se declara SIN LUGAR el recurso.



	PROCESO DE EXTRADICIÓN CON RECURSO DE REVISIÓN PENDIENTE EN SALA PRIMERA


Expediente:15-013129-0007-CO
Sentencia:014057-15

RECURSO DE HÁBEAS CORPUS CONTRA TRIBUNAL PENAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ, SEDE PAVAS. Alega el recurrente que aun cuando el tribunal accionado ha indicado que existe una sentencia firme de extradición en contra del tutelado, se puso en autos de un recurso de revisión planteado ante la Sala Primera por medio del cual se estaría abriendo una nueva posibilidad para analizar por el fondo lo atinente a la solicitud de refugio presentada a su favor. Aduce que el despacho recurrido dictó una respuesta ligera en la que se dispuso que la legitimidad de la sentencia de extradición ya ha sido revisada en diferentes ámbitos jurisdiccionales y competentes, pero no alude por el fondo al carácter suspensivo que tendría la interposición del recurso. Sostiene que la intención de ejecutar la extradición del tutelado quebranta lo dispuesto en el artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de Refugiados de Ginebra, así como los artículos 37 y 41 de la Constitución Política. Se declara SIN LUGAR el recurso. (ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN RECOLECCIÓN DE FIRMAS) 



	INTEGRACIÓN DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL ICE CON PARIDAD DE GÉNERO


Expediente:15-007900-0007-CO
Sentencia:013885-15

Recurso de amparo contra el Consejo de Gobierno y el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). La recurrente estima vulnerados los principios constitucionales de igualdad e idoneidad, por cuanto el Consejo de Gobierno de esta administración designó en el Consejo Directivo del ICE a seis personas (incluyendo al Presidente Ejecutivo), de las cuales solo una es mujer; así, sumando a un hombre designado por el gobierno anterior, dicho órgano está conformado ahora por seis hombres y una mujer. Lo anterior resulta aun más grave porque no se realizó ningún concurso de antecedentes, cuya divulgación hubiera permitido a más mujeres interesadas presentar sus atestados y así maximizar el respeto a la paridad de género. En este caso se analizan los siguientes temas: a) sobre la tutela en la igualdad de oportunidades para las mujeres de acceder a los cargos públicos, se citan los votos 04819-03, 0716-98. b) Sobre el concurso de antecedentes exigido para nombrar a los miembros del Consejo Directivo del ICE. El ordinal 43 de la Ley Nº 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, modificó el numeral 10 de la Ley N° 449, Ley de Creación del ICE, se estatuye que la realización de un concurso de antecedentes resulta obligatoria a los efectos del nombramiento de los miembros del Consejo Directivo del ICE. Esta modalidad de nombramiento, por su connatural deber de publicidad, permite una mayor y más amplia participación ciudadana en el concurso, ya que le posibilita a toda persona, por iniciativa propia y no solo merced a una sugerencia del empleador, presentar sus atestados académicos, profesionales y personales en un proceso de selección de personal propio de un sistema democrático, transparente, participativo y revestido de publicidad, guiado por los principios constitucionales de idoneidad y no discriminación (artículos 33, 191 y 192 de la Ley Fundamental). C) Sobre el caso concreto, esta Sala estima que el Consejo de Gobierno se encuentra obligado, de conformidad con los principios constitucionales de igualdad, idoneidad y, además, de legalidad, a respetar el mandato del concurso de antecedentes que estipula el ordinal 10 de la Ley Nº 449, Ley de Creación del ICE (modificado por el numeral 43 de la Ley Nº 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones). Al respecto, queda claro que si bien el Consejo de Gobierno dispone de una amplia discrecionalidad para definir a quién nombra, esto solo lo puede hacer respetando el ordenamiento jurídico (no se puede designar a alguien que incumpla los requisitos de ley) y actuando orientado por los principios de igualdad e idoneidad (no se puede pasar por alto la paridad de género ni la realización de un concurso de antecedentes). D) Se declara parcialmente con lugar el recurso por lesión al principio de equidad de género en la designación de los integrantes de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Electricidad y la omisión de elegir a los directores de ese órgano colegiado con base en un concurso de antecedentes. Por mayoría, los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro, Hernández López, Salazar Alvarado y Salas Torres dimensionan sus efectos, con el fin de evitar serias dislocaciones en la dinámica operativa del Instituto Costarricense de Electricidad y disponen que la instauración de la paridad de género se ejecute de forma progresiva y conforme vayan venciendo los nombramientos ya realizados. Para ello, el Consejo de Gobierno -previa la realización de los concursos de antecedentes regulados en el artículo 10 de la Ley 449 del 08/04/1949 y sus reformas, y salvo inopia debidamente demostrada- deberá seleccionar mujeres para que integren la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Electricidad, hasta que ese órgano cumpla con la regla de paridad de género. De igual forma, deberá tomar este órgano las provisiones correspondientes para que los concursos futuros se realicen en los términos expuestos y con la antelación suficiente de forma tal que cuando venza un nombramiento, ya haya sido designado su reemplazo. Se ordena a Sergio Iván Alfaro Salas, en su condición de Ministro de la Presidencia, o a quien ejerza ese cargo, tomar las previsiones necesarias para que se actúe de conformidad con lo expuesto. Se desestima el amparo en cuanto se dirige contra el Instituto Costarricense de Electricidad, así como en lo concerniente al cargo del Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, ocupado por Carlos Obregón Quesada. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal coinciden en declarar parcialmente con lugar el recurso solo contra el Consejo de Gobierno por violación a los principios de equidad de género e idoneidad. Empero, difieren de la mayoría en cuanto a los efectos de esta declaratoria de inconstitucionalidad porque consideran que la misma acarrea como inexorable consecuencia, que los nombramientos actuales de los seis directivos del Consejo Directivo del ICE sean inconstitucionales, puesto que en cinco de ellos se irrespetó la paridad de género y en ningún caso se efectuó el concurso de antecedentes, requisito inexcusable impuesto por el numeral 10 de la Ley Nº 449, Ley de Creación del Instituto Costarricense de Electricidad. Por consiguiente, consideran que debería ordenarse a Sergio Iván Alfaro Salas, en su condición de Ministro de la Presidencia, o a quien ejerza ese cargo, que de inmediato emita las órdenes respectivas, a fin de que el Consejo de Gobierno en el plazo improrrogable de tres meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, proceda mediante un concurso de antecedentes a sustituir, por el plazo restante, al Director cuyo nombramiento esté más próximo por vencer. Asimismo, cada año subsiguiente, el Consejo de Gobierno deberá mediante concurso de antecedentes sustituir al Director cuyo nombramiento esté más próximo por vencer, esto es reemplazando uno por año. Salvo inopia debidamente demostrada, el Consejo de Gobierno deberá seleccionar prioritariamente mujeres hasta tanto no se cumpla con un mínimo de tres integrantes del género femenino en el Consejo Directivo del Instituto Costarricense de Electricidad. Las personas seleccionadas desempeñarán los puestos por el resto del periodo que le falte a quien vengan a suplir. Los directores actuales tienen derecho a participar en el nuevo concurso. A efectos de evitar graves dislocaciones al orden social y económico, los directores actuales se mantendrán en sus cargos hasta tanto no sean seleccionados sus sustitutos; además, esta sentencia no afecta la validez de los acuerdos y actuaciones ya tomados por el Consejo Directivo del Instituto Costarricense de Electricidad, ni de los que se vayan a tomar hasta la designación de los nuevos integrantes. Asimismo, consideran que el Consejo de Gobierno deberá tomar las provisiones correspondientes para realizar los concursos futuros con la antelación suficiente de forma tal que cuando venza un nombramiento, ya haya sido designado su reemplazo.- 



	REQUISITOS DE RENOVACIÓN DEL PERMISO DE PORTACIÓN DE ARMAS


Expediente:15-011130-0007-CO 
Sentencia:014316-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. El recurrente manifiesta que desde hace cuarenta años es portador de arma de fuego, debido a su trabajo y para seguridad. Señala que para renovar el permiso, debía aportar original y copia de varios documentos, entre ellos, certificación de delincuencia, curso teórico práctico de armas de fuego, matrícula del arma, toma de huellas - el cual debe aportarse cada dos años por aducir cambio de facciones -, certificado de idoneidad mental para portar armas, cédula de identidad y un timbre fiscal de mil colones, carné que se confeccionaba por un período de 2 años de vigencia. Sin embargo, dice que en marzo de 2015, al solicitar la renovación del permiso de portación de armas se le denegó, al argumentar que debía efectuar los trámites a través de medios electrónicos por un sistema denominado "Controlpass", a pesar que no tiene conocimientos en computación ni posee una computadora o servicio de Internet, por lo que no puede acceder a la página en cuestión para efectuar la solicitud de la renovación del permiso. En el presente asunto, esta Sala advierte que el recurrente se queja sobre los nuevos requisitos que debe presentar para renovar el permiso de portación de armas. Al respecto, debe indicarse que este extremo alegado, no es una cuestión que se relacione directamente con una eventual violación a un derecho fundamental. Por consiguiente, corresponde declarar sin lugar el recurso, respecto a este extremo.- No obstante lo anterior, debe indicarse que en caso que el recurrente se presente a gestionar la renovación del permiso de portación de armas, deben poner a disposición del recurrente, la posibilidad de presentar su trámite en la forma que lo venía haciendo (ver en ese mismo sentido el voto No. 2015007811 de las 09:05 horas del 29 de mayo de 2015). Se declara sin lugar el recurso.



	MORA JUDICIAL Y FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA EN PENSIÓN ALIMENTARIAS


Expediente:15-012219-0007-CO
Sentencia:014120-15

Recurso de hábeas corpus contra el Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José y el Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José. El recurrente alega que el Juzgado recurrido tramita  un proceso de pensión alimentaria en su contra y acusa que el despacho fijó la pensión provisional en 1.400.000 de colones mensuales. Posteriormente, en virtud de una impugnación, el Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José aumentó dicha suma a 1.800.000 de colones por mes. Estima que ambas resoluciones carecen de la debida fundamentación y, además, dicho monto le resulta imposible de pagar. En este caso, esta Sala tiene por acreditado que a la fecha en que se conoce este hábeas corpus, han transcurrido más de 2 años desde que se dictó el auto inicial y ni siquiera se ha llevado a cabo la audiencia de conciliación y recepción de prueba. El transcurso de estos plazos hace que la Sala estime que se ha dado una infracción a los derechos fundamentales del tutelado, en concreto a su derecho a obtener justicia pronta y cumplida. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo contra el Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José. Se ordena a Ramón Zamora Montes, en su condición de Juez Coordinador del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se reprograme la audiencia de conciliación y recepción de prueba fijada, para que sea efectuada dentro de un plazo razonable, mismo que no podrá exceder de 1 mes a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso.



	SE ORDENA AL ICE ELABORAR UN PROYECTO A CARGO DE FONATEL PARA BRINDAR INTERNET A LA COMUNIDAD DE CONCEPCIÓN EN SAN CARLOS Y EL EL PLAZO DE DIECIOCHO MESES, SE BRINDE EL SERVICIO DE TELEFONÍA FIJA A LA COMUNIDAD MENCIONADA


Expediente:15-011831-0007-CO
Sentencia:013921-15

Recurso de amparo contra el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Los recurrentes alegan que desde hace varios años, en reiteradas ocasiones le han solicitado al ICE la instalación de telefonía fija e internet para su comunidad, conocida como Concepción, ubicada en Palmera de San Carlos; sin embargo, a la fecha los servicios públicos solicitados no han sido habilitados. En esta sentencia se analiza lo siguiente: a) Sobre los principios rectores constitucionales de los servicios públicos y el acceso a los servicios de telecomunicaciones y se cita la sentencia 11222-03.  b) En el caso concreto, considera este Tribunal que si bien le corresponde a la SUTEL, a través del FONATEL, promover el acceso a los servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera oportuna, eficiente, a precios asequibles y competitivos, a los habitantes de las zonas del país, donde el costo de las inversiones para la instalación y el mantenimiento de la infraestructura hace que el suministro de estos servicios no sea financieramente rentable (artículo 32 de la Ley General de Telecomunicaciones), ello no autoriza al ICE, como único proveedor del servicio telefónico básico tradicional, a renunciar a prestar un servicio público como el de telefonía fija, máxime que a la fecha es la única entidad que lo ofrece. De los autos se desprende que las autoridades del ICE descartaron la implementación de telefonía fija en la comunidad de Concepción, ubicada en Palmera de San Carlos, por cuanto ese proyecto no representa un beneficio para la institución desde la perspectiva financiera, pues los indicadores financieros no alcanzan los parámetros mínimos para catalogar el proyecto como un negocio rentable. Empero, tal argumento no resulta válido, puesto que, como ya se indicó, el ICE es el único proveedor nacional de tal servicio, lo que lo obliga a suministrarlo, condicionado eso a que la solución de particulares requerimientos técnicos demanden un tiempo prudencial para la instalación de tal servicio. c) En lo relativo a Internet, estima la Sala que también llevan razón los promoventes y se cita el voto 015018-12. c) Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Jaime Palermo Quesada, en su condición de Gerente de Telecomunicaciones del ICE, o a quien en su lugar desempeñe ese cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia, para que dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se elabore un proyecto a cargo de FONATEL a efectos de instalar la infraestructura necesaria para brindar el servicio de Internet a la comunidad de Concepción, ubicada en Palmera de San Carlos. Asimismo se le ordena al servidor supracitado ejecutar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia, para que dentro del plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde el servicio de telefonía fija a la comunidad mencionada. 



	SERVICIOS DE INTERNET EN COMUNIDAD DE PIEDADES DE BARBACOAS, EN PURISCAL


Expediente:15-012098-0007-CO 
Sentencia:014338-15

Recurso de amparo interpuesto contra el Instituto Costarricense de Electricidad  y la Superintendencia de Telecomunicaciones. La recurrente alega que desde el 2013 están gestionando ante el ICE la conexión del servicio de Kolbi Hogar Internet en la comunidad de Piedades de Barbacoas, en Puriscal; empero, el ICE respondió que no contaban ni con los medios ni con los recursos para brindar tal servicio. Estima vulnerado el derecho fundamental de acceso a las nuevas tecnologías. Sobre el tema, se cita el voto 11222-03. En este caso resulta evidente para esta Sala que el desarrollo de este tipo de proyectos implica todo un proceso de planeamiento; sin embargo, constata este Tribunal que más de 2 años después de que la promovente planteó la solicitud ante el ICE, ese instituto no ha finalizado la definición del proyecto ni le ha fijado una fecha probable de ejecución de los trabajos, lo que se considera un plazo irracional y desproporcionado, que constituye una lesión del derecho constitucional a las telecomunicaciones de la recurrente y la comunidad de Piedades de Barbacoas, reconocido reiteradamente por este Tribunal. Por lo anterior, procede declarar con lugar el recurso de amparo, únicamente en contra del ICE, pues según lo explicado por ese propio instituto, no es un proyecto por financiarse con FONATEL. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra el Instituto Costarricense de Electricidad. En consecuencia, se ordena a Jaime Palermo Quesada y Luis Diego Campos Duarte, por su orden Gerente de Telecomunicaciones y Coordinador de Gestión Infraestructura División Comercial, ambos del ICE, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, que giren las órdenes necesarias para que en el plazo de 6 MESES contado a partir de la notificación de este fallo, definan el proyecto de Kolbi Hogar Internet en la comunidad de Piedades de Barbacoas, en Puriscal, establezcan un cronograma y la fecha probable de su ejecución, lo cual deberán informarlo a la recurrente. Se condena al Instituto Costarricense de Electricidad al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución a Jaime Palermo Quesada y Luis Diego Campos Duarte, por su orden Gerente de Telecomunicaciones y Coordinador de Gestión Infraestructura División Comercial, ambos del ICE, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, en forma personal.- 



	PUBLICACIÓN EN FACEBOOK LESIONA EL HONOR Y DERECHO A LA IMAGEN


Expediente:15-012111-0007-CO 
Sentencia:014341-15

Recurso de amparo contra la ASOCIACIÓN CANÓFILA DE COSTA RICA. Los accionantes reclaman que la Asociación recurrida realizó una publicación en su perfil de Facebook, declarándolos “non gratos” y cancelando los pedigríes y afijos inscritos a sus nombres. Estiman que existe una lesión al derecho de asociación, a su honor, al debido proceso y a la propiedad. Al respecto, se nota que los argumentos son materia de legalidad ordinaria, toda vez que no corresponde a la Sala determinar si la cancelación de los pedigríes y afijos fue justificada o afectó el valor de los perros, o si existía una obligación jurídica a cargo de la ACC respecto a los pedigríes y afijos, pues todo ello cuestión de derecho privado y legalidad ordinaria. Tampoco procede revisar en sede constitucional si la declaración de non grato afectó el honor de los tutelados, lo que constituye nuevamente un tema de legalidad. En abono a lo anterior, la Sala resalta que la asociación recurrida es un sujeto de derecho privado y, como tal, se rige por el principio de autonomía de la voluntad. Es decir, la ACC no está supeditada a la existencia de una norma habilitante para declarar a una persona non grata. Diferente es el caso de la Administración, la cual se encuentra vinculada por el principio de legalidad (artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública) y, por lo tanto, requiere que su actuación encuentre sustento implícita o explícitamente en el ordenamiento jurídico, especialmente si ella pudiera afectar los derechos de un administrado. Se declara sin lugar el recurso.



	ACCESO A LA INFORMACIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE CONDOMINIO


Expediente:15-012578-0007-CO
Sentencia:014510-15

RECURSO DE AMPARO CONTRA CONDOMINIO ASTURIAS. Alega la recurrente QUE desde hace más de veinticinco años es dueña de la casa n° 76 del Condominio Asturias en Pavas. Indica que luego de la última Asamblea de Propietarios del condominio mencionado, realizada en noviembre de 2014, solicitó por escrito algunos documentos e información que le permitiría conocer y verificar la forma como se estaba administrando el condominio, lo cual había solicitado verbalmente y por correo electrónico, pero le fue denegado. Pese a lo anterior, alega que se le denegó el acceso a esa información, pues a pesar de que el Reglamento interno del condominio establece que la Junta Directiva debe reunirse cada quince días, no ha recibido respuesta a su nota del 10 de marzo de 2015. Por lo anterior, estima lesionado su derecho consagrado en el artículo 25 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso. (ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN RECOLECCIÓN DE FIRMAS)



	ANOTACIÓN DE SANCIONES LABORALES


Expediente:15-006960-0007-CO
Sentencia:013882-15

Recurso de amparo contra el CONSEJO SUPERIOR, EL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL Y EL DEPARTAMENTO DE PERSONAL, TODOS DEL PODER JUDICIAL. El recurrente indica que como abogado está interesado en ingresar a la carrera judicial (concretamente, como Juez Penal 3 y 4). Alega que en el Sistema de Gestión Administrativa (SIGA) existen dos  anotaciones a su nombre: una revocatoria de nombramiento y una sanción de suspensión sin goce de salario por incumplimiento de deberes. Aduce que la revocatoria está impugnada en la jurisdicción contenciosa administrativa y lo resuelto por la Inspección Judicial está siendo impugnado ante el Consejo Superior del Poder Judicial. Afirma que a pesar de que solicitó al Consejo Superior eliminar esas anotaciones, le informaron que no podían ser eliminadas, lo que, en su criterio, le causa un perjuicio laboral. Estima la Sala que el presente asunto debe ser desestimado. Primero, las anotaciones indicadas no resultan ilegítimas o arbitrarias. Los órganos competentes de designar a las personas que ocuparán puestos de administrar justicia deben contar con la información necesaria de los oferentes para dar cumplimiento al principio de idoneidad comprobada que es un requisito indispensable para acceder a los cargos públicos establecido en el artículo 192 de la Constitución Política. En todo caso, como se vio, ya se dispuso las correcciones correspondientes, en el sentido de que las anotaciones se encuentran pendientes en otras instancias, en cuanto al Consejo Superior y en cuanto a lo resuelto por la  anotación de la Inspección Judicial, es una disconformidad que deberá plantearla en las vías de legalidad correspondientes. Se declara sin lugar el recurso.



	NO PERMITEN A INTERINO PARTICIPAR EN CONCURSO INTERNO EN HACIENDA. ACTUALIZACIÓN DE DATOS POR PARTE DEL SERVICIO CIVIL

Expediente:15-007205-0007-CO
Sentencia:013883-15

Recurso de amparo contra el Ministerio de Hacienda. El recurrente acude a esta Jurisdicción indicando que es funcionario interino como Técnico de Ingresos desde febrero de 2014 y que se publicó la apertura de concurso para optar por un puesto vacante en la Administración Tributaria, al cual se postuló; no obstante lo anterior, se le informó que debido a que se encontraba nombrado de manera interina no podría ser considerado para participar en dicho concurso. Como segundo punto, indica que no ha podido optar por un puesto en propiedad en razón de que debe realizar la prueba psicométrica del Servicio Civil, misma que no se aplica desde el año 2011, imposibilitando así su acceso a la carrera administrativa. En este caso se analizan los siguientes temas: a) En cuanto a la imposibilidad de participar en el concurso para puesto vacante en la Administración Tributaria San José, Oeste por encontrarse nombrado interinamente en otro puesto, se cita el voto 007599 y se indica que lo actuado por la administración, no se ajusta al bloque de constitucionalidad. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. B) En cuanto a la realización de las pruebas psicométricas y el acceso a la carrera administrativa, se cita el voto 02518-10 y se indica que la mecánica para conformar un registro de elegibles no puede basarse en datos desactualizados, hacerlo conlleva a un trato discriminatorio, que violenta no solo el derecho de igualdad sino el principio de idoneidad y el principio de eficiencia. Cuatro años desde que se hizo la última prueba psicométrica, es un plazo excesivo que excluye, sin un motivo razonable, a un número importante de candidatos. C) Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena a William Cordero Fernández en su calidad de Director del Departamento de Gestión del Potencial Humano del Ministerio de Hacienda o a quien ejerza ese cargo, disponer lo necesario para garantizar la participación del amparado en el Concurso para Profesional de Ingresos 1-B, Puesto Vacante en la Administración Tributaria San José Oeste (Subgerencia de Recaudación) y se abstenga de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirven de base a la estimatoria de este recurso de amparo. Asimismo, se le ordena a William Cordero Fernández en su calidad de Director del Departamento de Gestión del Potencial Humano del Ministerio de Hacienda o a quien ejerza ese cargo, que omita nombrar a algún funcionario en propiedad en aquellos casos en que pudiera participar el recurrente, hasta tanto la Sub Directora General del Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. De igual forma se le ordena Miriam Rojas González en su calidad de Sub Directora General del Servicio Civil que de inmediato actualice los atestados del amparado, en el concurso para Profesional de Ingresos 1-B, Puesto Vacante en la Administración Tributaria San José Oeste (Subgerencia de Recaudación), de modo tal que no remita al Ministerio de Hacienda ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la accionante, hasta tanto no proceda con la actualización indicada. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar el recurso en cuanto al primer alegato.



	SE ORDENA DAR PERMISO A MADRE PARA CUIDAR HIJA ENFERMA

 
Expediente:15-012298-0007-CO
Sentencia:013949-15

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. El recurrente alega que la amparada labora como encargada de costos de la fábrica de ropa de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señala que la hija de la tutelada padece de una cardiopatía congénita con una esternosis aórtica severa con área valvular crítica, lo cual ha ameritado que sea operada en diversas ocasiones y que tenga de riesgo de muerte súbita. En virtud de lo anterior, la amparada solicitó licencia extraordinaria para cuido de pacientes en dos ocasiones y ante una nueva operación, lo solicitó por tercera vez; no obstante, le fue negada, pues sostienen que, de conformidad con la normativa, la gestión es improcedente, pues de conformidad con el artículo 47 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social, se agotó el plazo de seis meses. Al respecto, estima este Tribunal Constitucional que, efectivamente, se han vulnerado los derechos fundamentales de la madre y la joven amparadas. En ese sentido, y al examen de la normativa aplicable, estima este Tribunal que la licencia solicitada en la tercera oportunidad es consecuencia de un nuevo hecho que afecta la salud de la joven, la cual fue sometida a una cirugía a corazón abierto y ha tenido complicaciones médicas, necesitando la asistencia de la madre, con lo cual no resulta aplicable la limitación legal impuesta en el tanto se trata de una nueva situación de enfermedad, siendo la resolución que rechaza este permiso no solo es contraria a la normativa institucional, sino también lesiona el derecho de la constitución, particularmente al derecho a la salud de la joven amparada. Las licencias se pueden autorizar, nuevamente, siempre que haya diferencia entre los hechos que originan un quebranto de la salud de la persona beneficiada. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a OVIDIO VALERIO MURILLO, en su condición de Director de Producción Industrial de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quien ocupe ese cargo, que gire las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias a fin de otorgar la licencia con goce de salario a la recurrente, a partir de la fecha de solicitud (27 de julio de 2015) por el plazo de tres meses y de mantenerse la situación que dio origen a la licencia, prorrogarla por un período igual. 


CONDICIONES DE CELDAS 

Exp: 15-011853-0007-CO 

Res. Nº 2015014554

Recurso hábeas corpus contra el PODER JUDICIAL y el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. La recurrente alega que el Ministerio Público  detuvo a los menores amparados y fueron puestos a la orden del Juzgado recurrido pasadas las veinticuatro horas. Además, permanecieron en las celdas de la Fuerza Pública de Río Frío y de Puerto Viejo, Sarapiquí, las cuales no reúnen condiciones de higiene básica, no cuentan con agua, ni colchones, son una especie de "mazmorra" que se ubica en el patio de la delegación y las puertas son de barrotes por donde entran insectos.  Estima que los tutelados han sido sometidos a tratos inhumanos y degradantes, que se les ha violentado el debido proceso, por lo que la privación de libertad en la cual permanecen es ilegal y carece de medida cautelar. Este Tribunal se ha ocupado de tutelar los derechos fundamentales de quienes sufren una restricción a su libertad personal. La dignidad del ser humano impone a la autoridad estatal un trato acorde con esa condición, y así lo consigna nuestra Constitución Política y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos. No pueden existir en un Estado de Derecho, respetuoso de los derechos humanos, tratamientos degradantes infringidos a una persona bajo el pretexto de cumplir con una función pública, como lo es entre otras, el resguardo de la seguridad ciudadana. Desde la perspectiva constitucional resulta contrario a la dignidad humana, que las personas privadas de libertad en celdas, ya sea en las Delegaciones de la Fuerza Pública o del Organismo de Investigación Judicial, o incluso en los centros penitenciarios, tengan que soportar condiciones incompatibles  con la  dignidad humana; pues se tuvo por acreditado que los amparados pernoctaron en las celdas de la Delegación de Puerto Viejo, siendo un lugar no apto para ello. Precisamente, es un calabozo que no tiene acceso  directo al agua potable, las camas son de cemento y los servicios sanitarios se encuentran en mal. Bajo esta inteligencia, este Tribunal observa que, en la especie, la negligencia del Ministerio de Seguridad Pública en mantener las celdas bajo esas condiciones, vulneró no solo el derecho  a la dignidad, sino, también, el derecho a la salud, de los tutelados, y de todas las personas privadas de libertad que deben de permanecer en esas celdas, que no se encuentran obligadas a soportar tales condiciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto a las condiciones sanitarias en que permanecieron detenidos los amparados en la Delegación Policial del Comando de Puerto Viejo del Ministerio de Seguridad Pública. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía contencioso administrativa. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.

NOMBRAMIENTO SEGÚN LISTA DE ELEGIBLES

Exp: 15-012671-0007-CO 

Res. Nº 2015014583

Recurso de amparo contra el INSTITUTO NACIONAL DE APRENDIZAJE. El recurrente acusa que el INA nombró a un tercero en un puesto, a pesar de que él estaba en la lista de elegibles; agrega que él fue rechazado porque aparentemente no había aceptado el puesto. En el sub examine, el amparado reclama que el INA nombrara a un tercero en un puesto, a pesar de que él estaba en la lista de elegibles; agrega que él fue rechazado porque aparentemente no había aceptado el puesto. No corresponde a la Sala entrar a analizar la procedencia de los motivos señalados por la Administración, toda vez que se refieren a temas de legalidad, los cuales pueden ser discutidos en la vía ordinaria administrativa o judicial. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso.

NOMBRAMIENTO SEGÚN LISTA DE ELEGIBLES

Exp: 15-012693-0007-CO 

Res. Nº 2015014586

               

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN DE PERSONAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL (CCSS) Y EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE RECURSOS HUMANOS DEL HOSPITAL DE LA ANEXIÓN EN NICOYA. La recurrente indica que mediante oficio la CCSS emitió una dispensa que permite nombrar como Técnicos de Farmacia a personas que no han aprobado el curso de “Principios básicos para el personal de apoyo”. Indica que lo anterior permitió que personas sin este requisito concursaran para ser nombrados en estos puestos. Señala que ella sí cumplía este requerimiento. Estima que esta exención le perjudicó ya que, pese a ser más idónea, no quedó entre los elegibles. Conviene aclarar que los motivos por los cuales la Administración haya considerado que la dispensa del curso “Principios Básicos de Farmacia para personal de apoyo” no afectaba la idoneidad necesaria para la selección y nombramiento de los funcionarios públicos, es un aspecto que escapa a la competencia de esta vía sumaria constitucional. Tampoco corresponde a esta Sala revisar quiénes tienen los méritos para conformar  las ternas. En esta línea, el argumento de la recurrente en el sentido de que merecía el nombramiento por estar más calificada que los demás concursantes, no es un aspecto residenciable a través de la vía del recurso de amparo.    Se declara sin lugar el recurso. 

AUTONOMÍA DE LA CCSS

Exp: 15-012699-0007-CO 

Res. Nº 2015014588

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Reclama el recurrente que en la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social en Desamparados, le rechazaron la documentación aportada para asegurarse por cuenta propia o de manera voluntaria, requisito que debe presentar ante la Dirección General de Migración y Extranjería, para que le otorguen el permiso de trabajo, mismo que se encuentra aprobado. Es de importancia señalar que, la Caja Costarricense de Seguro Social, es una institución autónoma de origen Constitucional, siendo que su creación se encuentra explícita en el artículo 73 de la Carta Política. Por esta razón, es un ente que cuenta con un grado de autonomía amplio, pues el constituyente, expresamente, le otorgó la competencia de la administración y gobierno del Seguro Social, lo que le concede la potestad de fijar sus propias líneas políticas. En virtud de tales potestades, la jurisprudencia de este Tribunal, es amplia en reconocer  que para la obtención de condición de asegurado, el interesado, indistintamente de la nacionalidad –sea nacional o extranjero-, se encuentra en la obligación de cumplir los requisitos establecidos por la institución, mismos que no compete a esta Sala examinar. Así las cosas, en el caso concreto, no encuentra este Tribunal, que se hayan vulnerado los derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso.-

ESTUDIANTE REQUIERE AYUDA TÉCNICA PARA FACILITAR PROCESO DE ESCRITURA

Exp: 15-012743-0007-CO 

Res. Nº 2015014590

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE PROGRAMAS DE EQUIDAD, Y LA DIRECTORA DE LA ESCUELA ESPAÑA; AMBOS FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. El recurrente alega que debido a los padecimientos que afectan a su hija –quien es estudiante de quinto grado-, en junio del 2014, funcionarios del Ministerio de Educación Pública, autorizaron que reciba ayuda técnica para facilitar el proceso de escritura; sin embargo, a pesar de que en diciembre de ese mismo año se realizó el depósito correspondiente, la amparada no lo ha recibido, con la consecuente afectación de su proceso educativo. Cabe señalar que independientemente de que las autoridades recurridas hayan tenido responsabilidad en el retraso de la tramitación de la ayuda técnica aprobada a la menor amparada –aspecto que no corresponde dilucidar a esta Sala-, lo cierto es que resulta incuestionable -desde el punto de vista técnico-que la estudiante requiere de dicha ayuda como apoyo para su afectación motora en el proceso educativo –según lo reconocen los mismos recurridos-, pero por distintas razones, lleva un año y tres meses a la espera de que se le brinde la ayuda aprobada, y no se vislumbra una pronta solución, con la consecuente afectación a sus derechos fundamentales. Este Tribunal tiene por acreditada la alegada lesión del derecho a la educación de la menor amparada, consagrado en el artículo 78 de la Constitución Política, de manera que lo procedente es disponer la estimación del presente recurso,  y ordenar a las autoridades recurridas, que dentro del plazo de un mes, se brinde a la tutelada la ayuda técnica aprobada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a Rosa Adolio Cascante, en su condición de Directora de Programas de Equidad, y a Viviana Álvarez Gutiérrez, en su condición de Directora de la Escuela España; ambas funcionarias del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ocupen esos cargos, que procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, se brinde a la tutelada la ayuda técnica aprobada en junio del 2014. Se les advierte a los recurridos que de no acatar la orden dicha, incurrirán en el delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo 71, de la Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quienes recibieren una orden que deban cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumplieren o no la hicieren cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta sentencia a los recurridos, en forma personal.

RETARDO INJUSTIFICADO EN PROCESO DE EXPROPIACIÓN

Exp: 15-012881-0007-CO 

Res. Nº 2015014600

Recurso de amparo contra el CONSEJO TÉCNICO DE AVIACIÓN CIVIL. El accionante reclama que la autoridad recurrida le limita ilegítimamente a la amparada la libre disposición de su propiedad privada, sin promover el proceso de expropiación que, por el contrario, fue archivado. Para la Sala lo que se evidencia es una clara inercia administrativa que –por sus consecuencias– en la práctica deviene en un gravamen que la amparada se ve obligada a soportar indefinidamente, poniéndose en entredicho su libertad para disponer del inmueble sin que se vislumbre una resolución definitiva a su problema. Estima este Tribunal que la excesiva lentitud de la autoridad recurrida no solamente escapa al ámbito de lo razonable, sino que produce una seria inseguridad jurídica, dado que después de más de 3 años continúa la amparada sin saber a ciencia cierta si su inmueble será finalmente expropiado o si por el contrario podrá disponer libremente de él, incertidumbre que por sí sola contraviene la garantía constitucional respecto a la propiedad privada, según se examinó en el anterior considerando. Considera esta Sala que, al no existir declaratoria de interés público ni estar en proceso el pago de la indemnización previa, no se han producido en el caso presente los supuestos que determinan el legítimo ejercicio de la potestad de imperio sobre el inmueble de la amparada por parte de la autoridad recurrida, y que por consiguiente no se encuentra esta última en situación de limitar indefinidamente a la amparada el ejercicio de los derechos de propiedad, por lo cual lo procedente es estimar el recurso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a CARLOS SEGNINI VILLALOBOS en su condición de Presidente del Consejo Técnico de Aviación Civil, o a quien ocupe este cargo, que adopte las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes para que en el plazo de DOS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, el Consejo Técnico de Aviación Civil defina si es necesaria o no la expropiación de la finca del Partido de Guanacaste, cantón de Liberia, matrícula 5-34524-000, propiedad inscrita a nombre de la amparada COMERCIALIZADORA INDUSTRIAL DE GUANACASTE S. A. y que, en caso de que la decisión sea afirmativa, ejecute las acciones necesarias para completar la expropiación de la finca antes dicha, de conformidad con los capítulos II y III de la Ley Nº 9.286 del 11 de noviembre de 2014 (Reforma Integral de la Ley de Expropiaciones), en el plazo de DOCE MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia. Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso  administrativo. Notifíquese esta sentencia a CARLOS SEGNINI VILLALOBOS en su condición de Presidente del Consejo Técnico de Aviación Civil, o a quien en su lugar ejerza el cargo, en forma personal. Comuníquese.

USO DE LOS COLORES DE LA BANDERA NACIONAL PARA LOGOTIPO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Exp: 15-013183-0007-CO 

Res. Nº 2015014662

Recurso de amparo contra LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. En el caso en estudio, la recurrente acusa que la Presidencia de la República varió la Bandera Nacional al representarla mediante rayas verticales y no horizontales, en el signo que utiliza para distinguir a ese Poder de la República. Ahora bien, tras analizar los elementos aportados a los autos, la Sala considera que la accionante no lleva razón en su reclamo, pues del informe y la prueba aportada por la autoridad recurrida, se desprende que el elemento cuestionado no constituye una variación de la Bandera Nacional, sino un isotipo que se inspira en los colores patrios, y que se utiliza como logotipo oficial de la Presidencia de la República, conforme lo dispuesto en el acuerdo número 026-MP del 11 de marzo de 2015. Ante dicho panorama, el Tribunal estima que el recurso debe ser desestimado, como en efecto se hace. Se declara sin lugar el recurso. 

SOLICITUD DE INFORMACIÓN ABSTRACTA E IMPRECISA

EXPEDIENTE N° 15-013490-0007-CO 

RESOLUCIÓN Nº 2015014741

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE LA DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD.  El recurrente expone que mediante oficio solicitó a la autoridad accionada un listado en formato Excel de todos los funcionarios públicos del ICE en condición de propiedad, interinos o bajo contrato, en el cual constara el nombre, identificación, grado académico, puesto, lugar de trabajo, entre muchos otros aspectos, incluidos los pluses salariales. Indica que además requirió la Escala Salarial y el Manual Descriptivo de Puestos, el Estatuto de Personal de la institución, la Ley o Decreto Ejecutivo vigente y la reglamentación interna vigente. Señala que mediante oficio se le contestó que solo era viable suministrar determinada información y no aquellos datos de orden restricto y personal de los trabajadores, máxime que está en discusión ante este Tribunal un Recurso de Hábeas Data formulado por varios funcionarios en relación con el tema. Considera este Tribunal que la información requerida, no solamente fue pedida en forma abstracta e imprecisa, sino que, además, comprende una cantidad excesiva de datos, toda vez que no se individualiza a los funcionarios sobre los cuales se requiere la información salarial, todo lo cual hace que, evidentemente, la Administración no esté en condiciones de suministrar lo pedido. Esta Sala ha estimado con anterioridad  que en el asunto no se da una lesión al artículo 30 de la Constitución Política, pues al no haber especificado los datos que requería ante la accionada, no puede estimarse que se de una lesión a su derecho de acceso a la información. Esta Tribunal estima que la gestión planteada resulta improcedente, no por el hecho de que se constate un ejercicio abusivo del derecho de petición, como lo interpretó la autoridad accionada, sino por la circunstancia de que la información solicitada es imprecisa y excesiva, lo cual impide que la administración pueda brindarla en los términos requeridos por el petente. Se rechaza por el fondo el recurso.

  

REALIZACIÓN DE DEBATE PENAL EN LOCALIDAD INDÍGENA

Exp: 15-012595-0007-CO 

Res. Nº 2015014906

Recurso de hábeas corpus contra el Tribunal Penal de Juicio del Primer Circuito Judicial de La Zona Sur, Sede Pérez Zeledón. El recurrente alega que en contra de su defendido se sigue la causa por el delito de violación, en la que se ha señalado debate para el 17 de setiembre del 2015. Siendo que tanto su representado como el resto de personas involucradas en dicho proceso pertenecen a etnias autóctonas costarricenses y residen en territorios indígenas ubicados en la localidad de Buenos Aires de Puntarenas (lugar en donde sucedieron los hechos objeto del proceso), solicitó al tribunal recurrido realizar dicho debate en la mencionada localidad, en aplicación de lo dispuesto en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y las "Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de las Poblaciones indígenas" dictadas por el Consejo Superior del Poder Judicial de Costa Rica en sesión 77-08 del 14 de octubre de 2008 y reiteradas mediante circular 10-09. Sin embargo, dicha petición ha sido reiteradamente rechazada por la autoridad jurisdiccional recurrida, alegándose no contar con un recinto para la realización del debate. Lo anterior, pese a que se ha hecho ver que la localidad cuenta, no solo con edificios ocupados por dependencias judiciales que pueden ser usados sino, además, con la posibilidad de utilizar la Sala de Sesiones de la Municipalidad del Cantón de Buenos Aires (en la cual se realizó la vista de apelación que en este mismo proceso por parte del Tribunal de Apelación de la Sentencia Penal de Cartago). Ante ese panorama y tomando en cuenta que el tutelado es una persona indígena, lo cual conlleva una protección especial en esferas judiciales, es fácil concluir que el rechazo de la solicitud a favor del amparado para realizar el debate el día 17 de setiembre del 2015 en la localidad de Buenos Aires por falta de espacio y presupuesto, resulta inaceptable. Este Tribunal reconoce el esfuerzo de los recurridos en definir el problema de espacio físico en la comunidad de Buenos Aires, sin embargo, se echa de menos un plan o medida concreta que permita determinar en plazos reales una solución efectiva. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Ana Eugenia Romero Jenkins en su calidad de Directora Ejecutiva del Poder Judicial o a quien en su lugar ocupe el cargo que deberá tomar las medidas necesarias a fin de que las audiencias señaladas para las ocho horas y trece horas treinta minutos de los días 02, 03 y 04 de diciembre de 2015 se realicen en un recinto ubicado en Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior en aras de garantizar la atención in situ a la que tienen derecho los miembros de los territorios indígenas –actuación que deberá  informar de previo a Francisco Sánchez Fallas en su calidad de Juez 4 Tribunal de Pérez Zeledón-. Se advierte al recurrido que, de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese a Ana Eugenia Romero Jenkins en su calidad de Directora Ejecutiva del Poder Judicial o a quien en su lugar ocupe el cargo EN FORMA PERSONAL. 

CIERRE DE RUTA NACIONAL POR TRASLADO DE LA ANTORCHA DE LA INDEPENDENCIA

Exp: 15-013574-0007-CO 

Res. Nº 2015014925

Recurso de habeas corpus interpuesto contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y EL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. El amparado reclama que el cierre de la ruta nacional entre el poblado de La Cruz cantón central y Penas Blancas el 13 de septiembre del 2015 para el traslado de la antorcha de la independencia vulnera la libertad de tránsito de las personaras de comunidad, máxime que no existen rutas alternas con destino a la frontera con Nicaragua. Se descarta la infracción de la libertad de tránsito en contra del amparado, con fundamento en las razones que a continuación se exponen. Al respecto, se acredita que en fecha 18 de agosto del 2015 se llevó a cabo reunión bilateral entre las autoridades de los Ministerios de Educación, Tránsito, Cruz Roja, Bomberos, Fuerza Pública de Costa Rica y Nicaragua, en la que se acordó, para el acto protocolario de recibimiento de la antorcha el 13 de septiembre del 2015, que se regularía el tránsito de vehículos pesados a partir de las 6:00 p.m. del 12 de septiembre hasta las 14:30 p.m. del 13 de septiembre, no así el tránsito de vehículos livianos o transeúntes. Además, se acordó el cierre de la frontera el 13 de septiembre del 2013 para efectos migratorios desde las 8:00 a.m. hasta que concluyera el evento. El 8 de septiembre del 2015 se llevó a cabo una reunión con la Coordinadora Nacional de Fiestas Patrias del Ministerio de Educación Públicas, representantes de la Fuerza Pública y de la Policía de Tránsito destacados en el sector de La Cruz, para coordinar el recibimiento de la Antorcha 2015. Nótese que las autoridades recurridas informaron, bajo juramento, que el pasado 13 de septiembre en el recibimiento y traslado de la Antorcha, en ningún momento se restringió la libertad de tránsito de los vehículos livianos, ni de las personas, pues tanto los vecinos del lugar pudieron transitar a pie, en bicicletas, motocicletas y en vehículos livianos por la frontera y participar de los actos culturales y protocolarios. En mérito de lo expuesto, el presente recurso debe ser declarado sin lugar, como en efecto se ordena. 

	· Asuntos de constitucionalidad votados durante el mes




	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE PAGO POR IMPUESTO DE VENTAS


Expediente:15-012644-0007-CO
Sentencia:013862-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. La norma permite le determinación de oficio del pago que corresponde por concepto del impuesto de ventas, sin permitir al administrado el pago bajo protesta. Aduce que al obligárseles a pagar una tasación de oficio, se violenta el derecho de defensa y audiencia, y por ende el debido proceso. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-011798-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

	PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO EN MIGRACIÓN


Expediente:13-013955-0007-CO
Sentencia:014056-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4 y 26 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación del tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería, Decreto Ejecutivo No. 33791-G del 22 de marzo de 2007. Las normas se impugnan en cuanto prevén la compensación en tiempo, por el trabajo laborado en jornada extraordinaria, en lugar de la remuneración económica impuesta por el artículo 58 de la Constitución Política, que establece, expresamente, que el trabajo en horas extraordinarias deberá ser remunerado con un cincuenta por ciento más de los sueldos o salarios estipulados. Indican que el artículo 4 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación del tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería prevé que si no fuera posible realizar el pago en dinero por el trabajo laborado en jornada extraordinaria, entonces ésta podrá compensarse en tiempo, y el artículo 26 de ese mismo cuerpo normativo impone la obligación del jefe inmediato de establecer los mecanismos necesarios para efectuar tal compensación. Señalan que, con sustento en tales disposiciones normativas, de rango reglamentario, la Dirección General de Migración y Extranjería ha venido denegado el pago de la correspondiente contraprestación en dinero por el trabajo realizado en jornada extraordinaria, y, en su lugar, se ha pretendido imponer o forzar la compensación en tiempo, pese que ni el artículo 58 de la Constitución Política, ni el Código de Trabajo o alguna otra norma de rango legal, prevén tal posibilidad. Lo que afecta, negativamente, su salario mensual, salario escolar y aguinaldo, e infringe su derecho a recibir un salario justo y equitativo como contraprestación a su trabajo efectivo. del 2014. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y se anula la frase "Cuando no fuere posible realizar el pago en dinero, la jornada extraordinaria podrá compensarse en tiempo. Además, también será compensada en tiempo, la jornada extraordinaria de los servidores que brinden sus servicios en virtud de acuerdos o resoluciones administrativas que determinen el préstamo de sus plazas a favor de la Dirección General" del artículo 4 y el artículo 26, ambos del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación del Tiempo Extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería, Decreto Ejecutivo No. 33791-G del 22 de marzo del 2007, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 108 del 06 de junio de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, no obstante, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Hernández López salva el voto. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	SANCIONES POR MOROSIDAD A PERSONAS JURÍDICAS


Expediente:12-010369-0007-CO
Sentencia:013850-15

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Personas Jurídicas. No. 9024 del 22-12-2011. Se acusa que la Ley impugnada sanciona a las personas jurídicas que no han pagado el impuesto, de manera que no pueden sacar certificaciones por estar morosas. Esta acción se suspendió, hasta que se resolviera el tema en la acción 12-016277-0007-CO, una vez resuelta se indica que debe estarse Estése la accionante a lo resuelto en la sentencia número 2015-001241 de 11:31 horas de 28 de enero de 2015, dictada en la acción número 12-016277-0007-CO, con las razones adicionales de los Magistrados Armijo, Jinesta y Salazar Alvarado. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción. 

	PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN MATERIA AMBIENTAL 


Expediente:15-011781-0007-CO
Sentencia:014051-15

Consulta Legislativa Facultativa planteada por el Tribunal Supremo de Elecciones, respecto del proyecto legislativo número 18.306, conocido como proyecto de ley número 051-Z-2015, “Reforma del artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente, número 7554”, en la medida que propone que para promover la participación de los habitantes allí prevista respecto de las acciones para la preservación del ambiente, el Estado y las municipalidades deberán tomar en cuenta a la Asociación de Campesinos Ambientalistas Unidos por el Pulmón del Mundo, haciendo suyos los argumentos del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa y del ICAA, en el sentido que otorgar esa prelación a dicha Asociación en particular, contraviene el principio de igualdad. Refiere el TSE que acude a la Sala en Consulta, en virtud de que dicho proyecto de ley ha sido aprobado para ser sometido a Referéndum. No ha lugar a evacuar la consulta. Los Magistrados Armijo Sancho y Castillo Víquez ponen notas separadas. En relación con el proyecto de ley "Reforma del artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente N° 7554 de 4 de octubre de 1995”, expediente electoral N° 051-Z-2013, el Tribunal Supremo de Elecciones deberá valorar si el mismo es discriminatorio o no; de serlo no podrá autorizar. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	SE CONSULTA SOLICITUD DE ALLANAMIENTO ORDENADA POR TRIBUNAL SUPERIOR


Expediente:15-012553-0007-CO
Sentencia:013860-15 

Consulta Judicial planteada por el Juzgado Penal de Desamparados, respecto de una solicitud de allanamiento planteada por el Ministerio Público dentro de una causa por infracción a la Ley de Psicotrópicos, allanamiento que la jueza consultante estima improcedente, pero que ante una apelación interpuesta contra la denegatoria, el Tribunal Penal le ordena ejecutar. Aduce que el allanamiento resulta prematuro en esta etapa procesal. Cuestiona particularmente la jurisprudencia emanada del Tribunal Penal de Desamparados y la circular de la Comisión de Asuntos Penales CAP035-13, en tanto emite órdenes directas a los jueces de grado inferior, es acorde con el principio de independencia judicial. En este caso, la consultante tiene un criterio jurídico sobre la actuación del Tribunal Penal de Desamparados, que ella misma, según lo establece en la mencionada resolución, en otra oportunidad ha avalado, y pretende que esta Sala dirima el conflicto que se ha suscitado entre el Juzgado y el Tribunal de Desamparados. Sin embargo, ese no es el objetivo de la consulta judicial. No ha lugar a evacuar la consulta.

	PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN MATERIA AMBIENTAL

Expediente:15-011781-0007-CO
Sentencia:014051-15

Consulta Legislativa Facultativa planteada por el Tribunal Supremo de Elecciones, respecto del proyecto legislativo número 18.306, conocido como proyecto de ley número 051-Z-2015, “Reforma del artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente, número 7554”, en la medida que propone que para promover la participación de los habitantes allí prevista respecto de las acciones para la preservación del ambiente, el Estado y las municipalidades deberán tomar en cuenta a la Asociación de Campesinos Ambientalistas Unidos por el Pulmón del Mundo, haciendo suyos los argumentos del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa y del ICAA, en el sentido que otorgar esa prelación a dicha Asociación en particular, contraviene el principio de igualdad. Refiere el TSE que acude a la Sala en Consulta, en virtud de que dicho proyecto de ley ha sido aprobado para ser sometido a Referéndum. No ha lugar a evacuar la consulta. Los Magistrados Armijo Sancho y Castillo Víquez ponen notas separadas. En relación con el proyecto de ley "Reforma del artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente N° 7554 de 4 de octubre de 1995”, expediente electoral N° 051-Z-2013, el Tribunal Supremo de Elecciones deberá valorar si el mismo es discriminatorio o no; de serlo no podrá autorizar. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL REPRESENTANTES DE CASAS EXTRANJERAS

Expediente:15-012896-0007-CO
Sentencia:014279-15

Acción de inconstitucionalidad Contra la ley 8629, que modifica la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras, ley número 6209, en la medida que eliminó el artículo 7 de esta última –que disponía que son irrenunciables la jurisdicción de los tribunales costarricenses y los derechos del representante-, sin contemplar que las relaciones comerciales de representación que nacieron a la vida jurídica antes de la reforma, debían ser juzgadas de conformidad con la ley anterior y no según lo dispuesto por la reforma, lo cual estima violatorio del artículo 34 de la Constitución. En este caso, este Tribunal no puede constituirse en una instancia más para impugnar los actos emitidos por la jurisdicción ordinaria, ya que para esos efectos, le ley establece expresamente los remedios e instancias jurisdiccionales que tienen a su disposición los usuarios del sistema judicial. Aunado a lo anterior, cabe mencionar, que la aplicación de normas en tiempo y espacio, no puede ser objeto de un proceso de acción, el cual está destinado para ejercer un control de constitucionalidad de las normas y no para controlar la correcta aplicación del Derecho. De esta forma la aplicación e interpretación que haga el Juzgado Primero Civil de Mayor Cuantía de San José respecto de las citadas Leyes, es un aspecto de legalidad ordinaria que excede el ámbito de competencia de este Tribunal, por ser una labor propia del juez. En virtud de lo anterior, la acción resulta inadmisible en razón del objeto. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

	TASAS ESPECÍFICAS PARA LA DEFENSA EN PROCESOS DE CANCELACIÓN DE MARCAS REGISTRALES

Expediente:15-012842-0007-CO
Sentencia:014274-15

Contra los incisos f), h), i) y m) del artículo 94 de la Ley de Marcas, en la medida que dispone el pago de una tasa específica para interponer la defensa en un proceso de cancelación de una marca registral que se considera inactiva, lo cual considera contrario al principio de acceso de la justicia. En el caso concreto, y ante la prevención hecha, el accionante aporta un escrito que demuestra que la invocación de la inconstitucionalidad de las normas se hizo con posterioridad a la interposición de la acción. El objeto de la prevención es subsanar la omisión del accionante, en relación con el cumplimiento de un requisito formal; no dar oportunidad al accionante de que subsane un requisito de fondo, razón por la cual, procede el rechazo de plano de la acción. 

	CONDENATORIA EN COSTAS EN VÍA CONTENCIOSA

Expediente:15-012506-0007-CO
Sentencia:013476-15 

Acción de inconstitucionalidad contra jurisprudencia de la Sala Primera sobre el artículo 193 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Se cuestiona la norma, en la medida que la parte actora en un proceso ordinario, fue condenada en costas al resultar perdidosa en el juicio. La acción resulta inadmisible en razón del objeto, toda vez, que lo impugnado es una resolución jurisdiccional, que de conformidad con el artículo 10 de la Constitución Política y el Artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se encuentra exento del control constitucional por parte de esta Sala.

	SE CONSULTA SOLICITUD DE ALLANAMIENTO ORDENADA POR TRIBUNAL SUPERIOR

Expediente:15-012553-0007-CO
Sentencia:013860-15 

Consulta Judicial planteada por el Juzgado Penal de Desamparados, respecto de una solicitud de allanamiento planteada por el Ministerio Público dentro de una causa por infracción a la Ley de Psicotrópicos, allanamiento que la jueza consultante estima improcedente, pero que ante una apelación interpuesta contra la denegatoria, el Tribunal Penal le ordena ejecutar. Aduce que el allanamiento resulta prematuro en esta etapa procesal. Cuestiona particularmente la jurisprudencia emanada del Tribunal Penal de Desamparados y la circular de la Comisión de Asuntos Penales CAP035-13, en tanto emite órdenes directas a los jueces de grado inferior, es acorde con el principio de independencia judicial. En este caso, la consultante tiene un criterio jurídico sobre la actuación del Tribunal Penal de Desamparados, que ella misma, según lo establece en la mencionada resolución, en otra oportunidad ha avalado, y pretende que esta Sala dirima el conflicto que se ha suscitado entre el Juzgado y el Tribunal de Desamparados. Sin embargo, ese no es el objetivo de la consulta judicial. No ha lugar a evacuar la consulta.

	ACTUALIZACIÓN INDEXATORIA DE LAS PENSIONES ALIMENTARIAS

Expediente:15-012389-0007-CO
Sentencia:014259-15 

Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia en materia de actualización indexatoria de las deudas alimentarias, pactadas de mutuo consentimiento en moneda dólar de los Estados Unidos. En este caso, si el accionante pretendía impugnar una línea jurisprudencial, y no una serie de resoluciones concretas, con respecto a un caso particular, debió, al menos, acreditar fehacientemente esa pauta, con la mención de otros casos a los cuales se haya aplicado ese criterio. Lo anterior no fue realizado por el accionante pese a que fue prevenido en ese sentido por la Presidencia de la Sala Constitucional en la resolución de las 13:20 hrs. de 19 de agosto de 2015, razón por la cual, procede el rechazo de plano de la acción. 

	CONSULTAS A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Expediente:15-012557-0007-CO
Sentencia:014263-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Se acusa que con base en la norma cuestionada, la PGR admite consultas únicamente de parte de los jerarcas institucionales. Considera el accionante que esta disposición contraviene los artículos 27, 33 y 68 de la Constitución Política, y 24 y 25 de la CADH. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación y de requisitos. 

	PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO EN MIGRACIÓN

Expediente:13-013955-0007-CO
Sentencia:014056-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4 y 26 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación del tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería, Decreto Ejecutivo No. 33791-G del 22 de marzo de 2007. Las normas se impugnan en cuanto prevén la compensación en tiempo, por el trabajo laborado en jornada extraordinaria, en lugar de la remuneración económica impuesta por el artículo 58 de la Constitución Política, que establece, expresamente, que el trabajo en horas extraordinarias deberá ser remunerado con un cincuenta por ciento más de los sueldos o salarios estipulados. Indican que el artículo 4 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación del tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería prevé que si no fuera posible realizar el pago en dinero por el trabajo laborado en jornada extraordinaria, entonces ésta podrá compensarse en tiempo, y el artículo 26 de ese mismo cuerpo normativo impone la obligación del jefe inmediato de establecer los mecanismos necesarios para efectuar tal compensación. Señalan que, con sustento en tales disposiciones normativas, de rango reglamentario, la Dirección General de Migración y Extranjería ha venido denegado el pago de la correspondiente contraprestación en dinero por el trabajo realizado en jornada extraordinaria, y, en su lugar, se ha pretendido imponer o forzar la compensación en tiempo, pese que ni el artículo 58 de la Constitución Política, ni el Código de Trabajo o alguna otra norma de rango legal, prevén tal posibilidad. Lo que afecta, negativamente, su salario mensual, salario escolar y aguinaldo, e infringe su derecho a recibir un salario justo y equitativo como contraprestación a su trabajo efectivo. del 2014. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y se anula la frase "Cuando no fuere posible realizar el pago en dinero, la jornada extraordinaria podrá compensarse en tiempo. Además, también será compensada en tiempo, la jornada extraordinaria de los servidores que brinden sus servicios en virtud de acuerdos o resoluciones administrativas que determinen el préstamo de sus plazas a favor de la Dirección General" del artículo 4 y el artículo 26, ambos del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación del Tiempo Extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería, Decreto Ejecutivo No. 33791-G del 22 de marzo del 2007, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 108 del 06 de junio de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, no obstante, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Hernández López salva el voto. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	SANCIONES A FUNCIONARIOS PÚBLICOS POR PERMITIR FUMADO EN SITIOS PROHIBIDOS

Expediente:15-012724-0007-CO
Sentencia:014267-15

Acción de inconstitucionalidad planteada por el Alcalde Municipal de Limón, contra el artículo 36, incisos b), c) e i), y el artículo 39 de la Ley para el Control del Tabaco y Sustancias Nocivas, ley número 9028; y los artículos 46, 50, 51, 54, 55.2 y 60 del Reglamento de dicha ley, decreto 37185-S-MEIC-MTSS-MP-H-SP. Se cuestiona la norma, en la medida que permiten la sanción de un 15% del salario base al jerarca institucional y personas responsables que no coloquen los avisos respectivos, o de un 50% del salario base si se comprueba que han permitido el fumado en sitios prohibidos. Estima que dichas normas contrarían el principio del debido proceso y el derecho de defensa. Se deniega el trámite de la acción, por cuanto la parte accionante incumplió la prevención que se le formuló.

	PRUEBA EN PROCESOS DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL

Expediente:15-012523-0007-CO
Sentencia:014262-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, Ley No. 7476. Según el actor, la disposición impugnada es ilegítima y lesiona los principios de inocencia, debido proceso y defensa, en la medida en que favorece indudablemente a la denunciante y coloca en indefensión al actor, además de que supone una inversión de la carga de la prueba, cuando en realidad debe ser la denunciante la que acredite su versión. De este modo, acusa que en el caso concreto no hay prueba directa, tampoco hay prueba indiciaria pero aún así se debe favorecer a la víctima, y le corresponde demostrar al investigado que la versión de la denunciante no es correcta. Sobre la conformidad con el Derecho de la Constitución del artículo 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, Ley No. 7476, se cita el voto 005273-11, en donde la Sala Constitucional descartó la alegada violación de los principios de inocencia y debido proceso. Finalmente se indica que la Sala Constitucional considera que no resulta contrario al Derecho de la Constitución lo dispuesto por el 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, Ley No. 7476, siempre que se interprete que la declaración de la víctima debe ser ponderada como un elemento más de prueba dentro de los que obra en el expediente, bajo los criterios de la sana crítica, la lógica y la experiencia. De ahí que aun en los supuestos en los que el aparente hostigador no ofrezca pruebas de descargo, el Juez está en la obligación de examinar la declaración de la denunciante, como lo haría con cualquier tipo de prueba que conste en el expediente. Dicho mecanismo no es contrario al principio de presunción de la inocencia, pues no exime al Juez de la obligación de llegar a la convicción de la culpabilidad, con el material probatorio disponible en el caso que se trate. De esta forma, al considerarse en esta oportunidad que la norma impugnada no es inconstitucional, lo que procede es el rechazo por el fondo de la acción.

	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE PAGO POR IMPUESTO DE VENTAS

Expediente:15-012644-0007-CO
Sentencia:013862-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. La norma permite le determinación de oficio del pago que corresponde por concepto del impuesto de ventas, sin permitir al administrado el pago bajo protesta. Aduce que al obligárseles a pagar una tasación de oficio, se violenta el derecho de defensa y audiencia, y por ende el debido proceso. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-011798-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

	SANCIONES POR MOROSIDAD A PERSONAS JURÍDICAS

Expediente:12-010369-0007-CO
Sentencia:013850-15

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Personas Jurídicas. No. 9024 del 22-12-2011. Se acusa que la Ley impugnada sanciona a las personas jurídicas que no han pagado el impuesto, de manera que no pueden sacar certificaciones por estar morosas. Esta acción se suspendió, hasta que se resolviera el tema en la acción 12-016277-0007-CO, una vez resuelta se indica que debe estarse Estése la accionante a lo resuelto en la sentencia número 2015-001241 de 11:31 horas de 28 de enero de 2015, dictada en la acción número 12-016277-0007-CO, con las razones adicionales de los Magistrados Armijo, Jinesta y Salazar Alvarado. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción. 

	PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN MATERIA AMBIENTAL

Expediente:15-011781-0007-CO
Sentencia:014051-15

Consulta Legislativa Facultativa planteada por el Tribunal Supremo de Elecciones, respecto del proyecto legislativo número 18.306, conocido como proyecto de ley número 051-Z-2015, “Reforma del artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente, número 7554”, en la medida que propone que para promover la participación de los habitantes allí prevista respecto de las acciones para la preservación del ambiente, el Estado y las municipalidades deberán tomar en cuenta a la Asociación de Campesinos Ambientalistas Unidos por el Pulmón del Mundo, haciendo suyos los argumentos del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa y del ICAA, en el sentido que otorgar esa prelación a dicha Asociación en particular, contraviene el principio de igualdad. Refiere el TSE que acude a la Sala en Consulta, en virtud de que dicho proyecto de ley ha sido aprobado para ser sometido a Referéndum. No ha lugar a evacuar la consulta. Los Magistrados Armijo Sancho y Castillo Víquez ponen notas separadas. En relación con el proyecto de ley "Reforma del artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente N° 7554 de 4 de octubre de 1995”, expediente electoral N° 051-Z-2013, el Tribunal Supremo de Elecciones deberá valorar si el mismo es discriminatorio o no; de serlo no podrá autorizar. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL REPRESENTANTES DE CASAS EXTRANJERAS

Expediente:15-012896-0007-CO
Sentencia:014279-15

Acción de inconstitucionalidad Contra la ley 8629, que modifica la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras, ley número 6209, en la medida que eliminó el artículo 7 de esta última –que disponía que son irrenunciables la jurisdicción de los tribunales costarricenses y los derechos del representante-, sin contemplar que las relaciones comerciales de representación que nacieron a la vida jurídica antes de la reforma, debían ser juzgadas de conformidad con la ley anterior y no según lo dispuesto por la reforma, lo cual estima violatorio del artículo 34 de la Constitución. En este caso, este Tribunal no puede constituirse en una instancia más para impugnar los actos emitidos por la jurisdicción ordinaria, ya que para esos efectos, le ley establece expresamente los remedios e instancias jurisdiccionales que tienen a su disposición los usuarios del sistema judicial. Aunado a lo anterior, cabe mencionar, que la aplicación de normas en tiempo y espacio, no puede ser objeto de un proceso de acción, el cual está destinado para ejercer un control de constitucionalidad de las normas y no para controlar la correcta aplicación del Derecho. De esta forma la aplicación e interpretación que haga el Juzgado Primero Civil de Mayor Cuantía de San José respecto de las citadas Leyes, es un aspecto de legalidad ordinaria que excede el ámbito de competencia de este Tribunal, por ser una labor propia del juez. En virtud de lo anterior, la acción resulta inadmisible en razón del objeto. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

	TASAS ESPECÍFICAS PARA LA DEFENSA EN PROCESOS DE CANCELACIÓN DE MARCAS REGISTRALES

Expediente:15-012842-0007-CO
Sentencia:014274-15


Contra los incisos f), h), i) y m) del artículo 94 de la Ley de Marcas, en la medida que dispone el pago de una tasa específica para interponer la defensa en un proceso de cancelación de una marca registral que se considera inactiva, lo cual considera contrario al principio de acceso de la justicia. En el caso concreto, y ante la prevención hecha, el accionante aporta un escrito que demuestra que la invocación de la inconstitucionalidad de las normas se hizo con posterioridad a la interposición de la acción. El objeto de la prevención es subsanar la omisión del accionante, en relación con el cumplimiento de un requisito formal; no dar oportunidad al accionante de que subsane un requisito de fondo, razón por la cual, procede el rechazo de plano de la acción. 

	CONDENATORIA EN COSTAS EN VÍA CONTENCIOSA

Expediente:15-012506-0007-CO
Sentencia:013476-15 

Acción de inconstitucionalidad contra jurisprudencia de la Sala Primera sobre el artículo 193 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Se cuestiona la norma, en la medida que la parte actora en un proceso ordinario, fue condenada en costas al resultar perdidosa en el juicio. La acción resulta inadmisible en razón del objeto, toda vez, que lo impugnado es una resolución jurisdiccional, que de conformidad con el artículo 10 de la Constitución Política y el Artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se encuentra exento del control constitucional por parte de esta Sala.

	SE CONSULTA SOLICITUD DE ALLANAMIENTO ORDENADA POR TRIBUNAL SUPERIOR

Expediente:15-012553-0007-CO
Sentencia:013860-15 

Consulta Judicial planteada por el Juzgado Penal de Desamparados, respecto de una solicitud de allanamiento planteada por el Ministerio Público dentro de una causa por infracción a la Ley de Psicotrópicos, allanamiento que la jueza consultante estima improcedente, pero que ante una apelación interpuesta contra la denegatoria, el Tribunal Penal le ordena ejecutar. Aduce que el allanamiento resulta prematuro en esta etapa procesal. Cuestiona particularmente la jurisprudencia emanada del Tribunal Penal de Desamparados y la circular de la Comisión de Asuntos Penales CAP035-13, en tanto emite órdenes directas a los jueces de grado inferior, es acorde con el principio de independencia judicial. En este caso, la consultante tiene un criterio jurídico sobre la actuación del Tribunal Penal de Desamparados, que ella misma, según lo establece en la mencionada resolución, en otra oportunidad ha avalado, y pretende que esta Sala dirima el conflicto que se ha suscitado entre el Juzgado y el Tribunal de Desamparados. Sin embargo, ese no es el objetivo de la consulta judicial. No ha lugar a evacuar la consulta.

	ACTUALIZACIÓN INDEXATORIA DE LAS PENSIONES ALIMENTARIAS

Expediente:15-012389-0007-CO
Sentencia:014259-15 

Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia en materia de actualización indexatoria de las deudas alimentarias, pactadas de mutuo consentimiento en moneda dólar de los Estados Unidos. En este caso, si el accionante pretendía impugnar una línea jurisprudencial, y no una serie de resoluciones concretas, con respecto a un caso particular, debió, al menos, acreditar fehacientemente esa pauta, con la mención de otros casos a los cuales se haya aplicado ese criterio. Lo anterior no fue realizado por el accionante pese a que fue prevenido en ese sentido por la Presidencia de la Sala Constitucional en la resolución de las 13:20 hrs. de 19 de agosto de 2015, razón por la cual, procede el rechazo de plano de la acción. 

	CONSULTAS A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Expediente:15-012557-0007-CO
Sentencia:014263-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Se acusa que con base en la norma cuestionada, la PGR admite consultas únicamente de parte de los jerarcas institucionales. Considera el accionante que esta disposición contraviene los artículos 27, 33 y 68 de la Constitución Política, y 24 y 25 de la CADH. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación y de requisitos. 

	PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO EN MIGRACIÓN

Expediente:13-013955-0007-CO
Sentencia:014056-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4 y 26 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación del tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería, Decreto Ejecutivo No. 33791-G del 22 de marzo de 2007. Las normas se impugnan en cuanto prevén la compensación en tiempo, por el trabajo laborado en jornada extraordinaria, en lugar de la remuneración económica impuesta por el artículo 58 de la Constitución Política, que establece, expresamente, que el trabajo en horas extraordinarias deberá ser remunerado con un cincuenta por ciento más de los sueldos o salarios estipulados. Indican que el artículo 4 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación del tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería prevé que si no fuera posible realizar el pago en dinero por el trabajo laborado en jornada extraordinaria, entonces ésta podrá compensarse en tiempo, y el artículo 26 de ese mismo cuerpo normativo impone la obligación del jefe inmediato de establecer los mecanismos necesarios para efectuar tal compensación. Señalan que, con sustento en tales disposiciones normativas, de rango reglamentario, la Dirección General de Migración y Extranjería ha venido denegado el pago de la correspondiente contraprestación en dinero por el trabajo realizado en jornada extraordinaria, y, en su lugar, se ha pretendido imponer o forzar la compensación en tiempo, pese que ni el artículo 58 de la Constitución Política, ni el Código de Trabajo o alguna otra norma de rango legal, prevén tal posibilidad. Lo que afecta, negativamente, su salario mensual, salario escolar y aguinaldo, e infringe su derecho a recibir un salario justo y equitativo como contraprestación a su trabajo efectivo. del 2014. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y se anula la frase "Cuando no fuere posible realizar el pago en dinero, la jornada extraordinaria podrá compensarse en tiempo. Además, también será compensada en tiempo, la jornada extraordinaria de los servidores que brinden sus servicios en virtud de acuerdos o resoluciones administrativas que determinen el préstamo de sus plazas a favor de la Dirección General" del artículo 4 y el artículo 26, ambos del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación del Tiempo Extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería, Decreto Ejecutivo No. 33791-G del 22 de marzo del 2007, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 108 del 06 de junio de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, no obstante, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Hernández López salva el voto. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	SANCIONES A FUNCIONARIOS PÚBLICOS POR PERMITIR FUMADO EN SITIOS PROHIBIDOS

Expediente:15-012724-0007-CO
Sentencia:014267-15

Acción de inconstitucionalidad planteada por el Alcalde Municipal de Limón, contra el artículo 36, incisos b), c) e i), y el artículo 39 de la Ley para el Control del Tabaco y Sustancias Nocivas, ley número 9028; y los artículos 46, 50, 51, 54, 55.2 y 60 del Reglamento de dicha ley, decreto 37185-S-MEIC-MTSS-MP-H-SP. Se cuestiona la norma, en la medida que permiten la sanción de un 15% del salario base al jerarca institucional y personas responsables que no coloquen los avisos respectivos, o de un 50% del salario base si se comprueba que han permitido el fumado en sitios prohibidos. Estima que dichas normas contrarían el principio del debido proceso y el derecho de defensa. Se deniega el trámite de la acción, por cuanto la parte accionante incumplió la prevención que se le formuló.

	PRUEBA EN PROCESOS DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL

Expediente:15-012523-0007-CO
Sentencia:014262-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, Ley No. 7476. Según el actor, la disposición impugnada es ilegítima y lesiona los principios de inocencia, debido proceso y defensa, en la medida en que favorece indudablemente a la denunciante y coloca en indefensión al actor, además de que supone una inversión de la carga de la prueba, cuando en realidad debe ser la denunciante la que acredite su versión. De este modo, acusa que en el caso concreto no hay prueba directa, tampoco hay prueba indiciaria pero aún así se debe favorecer a la víctima, y le corresponde demostrar al investigado que la versión de la denunciante no es correcta. Sobre la conformidad con el Derecho de la Constitución del artículo 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, Ley No. 7476, se cita el voto 005273-11, en donde la Sala Constitucional descartó la alegada violación de los principios de inocencia y debido proceso. Finalmente se indica que la Sala Constitucional considera que no resulta contrario al Derecho de la Constitución lo dispuesto por el 22 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, Ley No. 7476, siempre que se interprete que la declaración de la víctima debe ser ponderada como un elemento más de prueba dentro de los que obra en el expediente, bajo los criterios de la sana crítica, la lógica y la experiencia. De ahí que aun en los supuestos en los que el aparente hostigador no ofrezca pruebas de descargo, el Juez está en la obligación de examinar la declaración de la denunciante, como lo haría con cualquier tipo de prueba que conste en el expediente. Dicho mecanismo no es contrario al principio de presunción de la inocencia, pues no exime al Juez de la obligación de llegar a la convicción de la culpabilidad, con el material probatorio disponible en el caso que se trate. De esta forma, al considerarse en esta oportunidad que la norma impugnada no es inconstitucional, lo que procede es el rechazo por el fondo de la acción.

	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE PAGO POR IMPUESTO DE VENTAS

Expediente:15-012644-0007-CO
Sentencia:013862-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. La norma permite le determinación de oficio del pago que corresponde por concepto del impuesto de ventas, sin permitir al administrado el pago bajo protesta. Aduce que al obligárseles a pagar una tasación de oficio, se violenta el derecho de defensa y audiencia, y por ende el debido proceso. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 14-011798-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

	SANCIONES POR MOROSIDAD A PERSONAS JURÍDICAS

Expediente:12-010369-0007-CO
Sentencia:013850-15

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Personas Jurídicas. No. 9024 del 22-12-2011. Se acusa que la Ley impugnada sanciona a las personas jurídicas que no han pagado el impuesto, de manera que no pueden sacar certificaciones por estar morosas. Esta acción se suspendió, hasta que se resolviera el tema en la acción 12-016277-0007-CO, una vez resuelta se indica que debe estarse Estése la accionante a lo resuelto en la sentencia número 2015-001241 de 11:31 horas de 28 de enero de 2015, dictada en la acción número 12-016277-0007-CO, con las razones adicionales de los Magistrados Armijo, Jinesta y Salazar Alvarado. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción. 


INCUMPLIMIENTO EN EL SUMINISTRO DE INFORMACIÓN


Expediente: 14-11991-0007-CO

Sentencia: 2015014894


Acción de Inconstitucionalidad contra artículo 83 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, reformado por la Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria, reformado por la Ley No. 9069 del 28 de setiembre del 2012. La norma se impugna en cuanto la sanción establecida en el artículo 83 no distingue los supuestos en los que el incumplimiento en el suministro de la información no ocasiona perjuicio fiscal ni atenta contra las potestades tributarias, lo que la torna desproporcionada y confiscatoria. No se diferencia la desatención de un simple deber formal tributario, de conductas con consecuencias materiales perniciosas para el fisco. Con la reforma de la Ley n° 9069 se incrementó la multa de dos salarios base a diez salarios base, lo que considera el accionante desproporcionado e irrazonable. En esta sentencia la Sala analiza los siguientes temas: la restricción de derechos fundamentales en el sentido de que su ejercicio se puede limitar, siempre y cuando, esas restricciones sean razonables y no lesionen el contenido esencial del derecho. Sobre el principio de capacidad económica y la no confiscatoriedad en materia sancionatoria y tributaria. Considera la Sala que no aporta el actor ningún argumento que justifique un razonamiento distinto al que ya ha emitido con anterioridad este Tribunal, por lo que se rechaza por el fondo la acción.- 

MULTAS POR BRINDAR INFORMACIÓN TRIBUTARIA INCORRECTA


Expediente: 15-007372-0007-CO

Sentencia: 2015014898


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 83 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. La norma establece los porcentajes de multa que deben aplicarse en caso de información incorrecta suministrada por el contribuyente. Por resolución se suspendió la tramitación de esta acción hasta que se resolviera la acción que se tramitaba en el expediente N° 13-007954-0007-CO, en la cual la Sala al resolver analiza el principio de razonabilidad y proporcionalidad. la restricción de derechos fundamentales en el sentido de que su ejercicio se puede limitar, siempre y cuando, esas restricciones sean razonables y no lesionen el contenido esencial del derecho. Sobre el principio de capacidad económica y la no confiscatoriedad en materia sancionatoria y tributaria. Por lo anterior considera la Sala que le pertinente es rechazar por el fondo la acción.- 

REPRESENTACIÓN LEGAL DEL QUERELLANTE


Expediente: 15-012065-0007-CO

Sentencia: 2015014904


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 73 del Código Procesal Penal. La norma cuestionada señala que la “Representación El querellante deberá actuar con el patrocinio de un abogado. Cuando los querellantes sean varios, deberán actuar bajo una sola representación, la que se ordenará de oficio si no llegan a un acuerdo.” La Sala ha tenido a la vista el expediente judicial en que se tramita la querella y luego de estudiarlo, concluye que la acción carece de interés actual. Se rechaza de plano la acción.

PRESCRIPCIÓN DE SANCIONES DISCIPLINARIAS


Expediente: 15-012235-0007-CO

Sentencia: 2015014905


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 83 de la Ley General de Policía, ley número 7410. La norma se cuestiona, en la medida que no dispone a partir de cuándo se cuenta el plazo de prescripción de las sanciones administrativas impuestas por faltas graves del servidor, lo que en criterio de la accionante, violenta los principios de razonabilidad, igualdad y equilibrio procesal. Esta Sala ha sido consistente en señalar que no existe un derecho fundamental a la prescripción, pues ello es un asunto propio del legislador, quien en uso de su libertad de configuración, se encarga de diseñar los diferentes procesos, los plazos de prescripción para cada caso, así como las causas de interrupción, suspensión o terminación. En consecuencia, esta acción, en contra del artículo 83 de la Ley General de Policía, debe ser rechazada por el fondo.

ACUERDO TRIBUTARIO CON ALEMANIA


Expediente: 15-013138-0007-CO

Sentencia: 2015014911


Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y la República Federal de Alemania para evitar doble imposición de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio. Expediente Legislativo No. 19.122. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley para la “Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y la República Federal de Alemania para evitar la doble imposición de Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio”, expediente legislativo No. 19.122; y en cuanto al fondo, no infringe el Derecho de la Constitución (valores, principios y normas). Salva el voto el magistrado Armijo Sancho y declara la existencia de un vicio esencial en el procedimiento legislativo, por cuanto no se cumplió con la mayoría necesaria para dar por aprobado el proyecto de ley en primer debate. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.

PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DEL GUARCO


Expediente: 15-013360-0007-CO

Sentencia: 2015014916


Acción de inconstitucionalidad contra el Plan Regulador de la Municipalidad de El Guarco. Se estima que el mismo fue aprobado sin respetar el derecho de participación. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 12425-2015 de las 09:05 horas del 12 de agosto del 2015. Recientemente, en una oportunidad anterior a la que ahora nos ocupa, el aquí accionante, planteó la acción de inconstitucionalidad en los mismos términos en que se plantea esta acción. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 12425-2015 de las 09:05 horas del 12 de agosto del 2015.

SENTENCIA JUDICIAL


Expediente: 15-013440-0007-CO

Sentencia: 2015014918


Acción de inconstitucionalidad contra la sentencia 415-05 del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José. Por ese motivo, y en vista que en el presente caso el actor únicamente impugna, expresamente, una sentencia de un Órgano Jurisdiccional, la presente acción es inadmisible. Se rechaza de plano la acción. 

CONSULTAS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Expediente: 15-013564-0007-CO

Sentencia: 2015014923


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Se acusa que la norma cuestionada, la Procuraduría General de la República admite consultas únicamente de parte de los jerarcas institucionales. La acción resulta inadmisible por incumplimiento de los requisitos esenciales para plantear una acción y en razón del objeto de impugnación, por tratarse de un acto concreto. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

PROCESO MONITORIO


Expediente: 15-013633-0007-CO

Sentencia: 2015014930


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 6.b de la Ley de Monitorio Arrendaticio. Se cuestiona la norma en la medida que permite el lanzamiento por el incumplimiento de la orden judicial de continuar depositando las rentas en la cuenta del despacho, sin brindar o contemplar debido proceso alguno a favor del demandado. En el caso concreto se constata que el accionante incumple prácticamente todos los requisitos de admisibilidad que exige la Ley de la Jurisdicción Constitucional, a efecto de plantear una acción de inconstitucionalidad. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

REQUISITOS PARA NOTARIOS 


Expediente: 15-013635-0007-CO

Sentencia: 2015014931


Acción de inconstitucionalidad contra el transitorio VII del Código Notarial. La norma señala que: “Los requisitos de especialidad en Derecho Notarial Registral y los años de incorporación al Colegio de Abogados de Costa Rica, establecidos en el inciso c) del artículo 3 y en los incisos a) y b) del artículo 10, se aplicarán cinco años después de la vigencia de esta ley.” El accionante fundamenta su legitimación en su condición de agremiado al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica a quienes se les ha reconocido una legitimación para actuar a favor de la colectividad. No indica, sin embargo, los alcances ni el origen de ese reconocimiento, pero, a todas luces, su condición de agremiado a ese Colegio no lo legitima para interponer esta acción. Las hipótesis de la defensa de intereses difusos o que atañen a la colectividad en su conjunto han sido ampliamente desarrolladas por la jurisprudencia constitucional y no son aplicables en situaciones como la presente, en la que se reclama una lesión individual y directa. Se declara la inadmisimilidad de la acción por falta de legitimación ad processum. Se rechaza de plano la acción.

SANCIONES IMPUESTAS A REPRESENTANTES DE ELECCIÓN POPULAR, POR PARTE DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA


Expediente: 15-010969-0007-CO

Sentencia: 2015014973


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 68 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley número 7428, y los numerales 7, 11, 49.g) y 52 de la Resolución R-DC-199-2011, del Reglamento de Organización y Servicio de las Potestades Disciplinaria y Anulatoria en Hacienda Pública de la misma Contraloría General. Estima que las normas impugnadas contrarían el principio de división de poderes, porque la Contraloría asume funciones jurisdiccionales al recomendar de forma vinculante la imposición de una sanción, a pesar que sus funcionarios carecen de competencia para adoptar actos jurisdiccionales, lo que es más grave aún al tratarse de sanciones impuestas a representantes electos en el marco del artículo 23 de la CADH. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.- ESTA SENTENCIA SE EN REDACCIÓN
SANCIONES IMPUESTAS POR LA CONTRALORÍA A FUNCIONARIOS  PÚBLICOS


Expediente: 15-013495-0007-CO

Sentencia: 2015014974


Acción de inconstitucionalidad planteada por el Alcalde de Santa Ana, contra el artículo 68 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y los artículos 7, 11.c, 49 y 52 del Reglamento de Organización y Servicio de las Potestades Disciplinaria y Anulatoria en Hacienda Pública de la Contraloría General de la República. Estima que las normas impugnadas contrarían el principio de división de poderes, porque la Contraloría asume funciones jurisdiccionales al recomendar de forma vinculante la imposición de una sanción, a pesar que sus funcionarios carecen de competencia para adoptar actos jurisdiccionales, lo que es más grave aún al tratarse de sanciones impuestas a representantes electos en el marco del artículo 23 de la CADH. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.- SENTENCIA EN REDACCIÓN
SANCIONES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA CONTRA LOS FUNCIONARIOS ELECTOS POPULARMENTE


Expediente: 15-013032-0007-CO

Sentencia: 2015014975


Acción de inconstitucionalidad planteada por e el Alcalde de Limón, contra el artículo 68 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y los artículos 7, 11, 49.g y 52 del Reglamento de Organización y Servicio de las Potestades Disciplinarias y Anulatoria en Hacienda Pública de la CGR (resolución R-DC-199-2001). Las normas se cuestionan en la medida que permiten que la Contraloría General de la República recomiende de forma vinculante la imposición de la sanción que corresponda al mérito de los autos. Estima que esta potestad reconocida a favor de la Contraloría, contraría el principio de división de poderes, al permitir que el órgano contralor recomiende de forma vinculante una actuación al Tribunal Supremo de Elecciones, violentando incluso con ello los derechos políticos del servidor público cuestionado y que ha sido electo popularmente. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.- SENTENCIA SE EN REDACCIÓN

	LOCALIZACIÓN DE PROPIEDAD EN SEDE NOTARIAL


Expediente: 15-014456-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 129 del Código Notarial. Ley 7764. La norma señala que “Los notarios públicos podrán tramitar la liquidación de sociedades mercantiles cuando la disolución haya sido por acuerdo unánime de los socios, sucesiones testamentarias y ab intestato, adopciones, localizaciones de derechos indivisos sobre fincas con plano catastrado, informaciones de perpetua memoria, divisiones de cosas comunes, de forma material o mediante la venta pública, distribución del precio, deslindes y amojonamientos y consignaciones de pago por sumas de dinero...” Específicamente la frase “con plano catastrado”. Aduce el accionante que le fue denegada la inscripción de una localización de derechos celebrada en sede notarial, porque el inmueble sobre el que se localiza el derecho carece de plano catastrado, siendo que en virtud de la norma impugnada, en sede notarial tal localización procede únicamente sobre inmuebles con plano catastrado. Aduce desigualdad, porque tratándose una actividad no contenciosa, el juez sí puede hacer esa localización, pero no lo puede hacer el notario, lo que además limita su derecho al trabajo. 

	EXAMEN DE EXCELENCIA ACADÉMICA DEL COLEGIO DE ABOGADOS


Expediente: 15-014470-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1.8 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, que dispone que el Colegio debe vigilar la excelencia académica de los egresados de las universidades, y con base en el cual el Colegio dispuso la implementación del correspondiente examen de excelencia académica, modificando el contenido del hasta entonces curso y examen de ética. Aduce que la norma impugnada contraviene el artículo 81 de la Constitución, ya que señala una potestad a favor del Colegio, que en su criterio es indelegable, ya que la misma debe corresponderle al CONESUP. Aduce que esa vigilancia debe prestarla el Colegio respecto de los abogados ya incorporados, pero no a los graduados universitarios por incorporar. Afirma que con esta disposición, se limita la libertad de ejercicio profesional y el derecho al trabajo. Señala una indebida consideración del proyecto de ley que culminó con la reforma de la Ley Orgánica y la inclusión del artículo impugnado, toda vez que el objetivo del proyecto de ley fue solamente modificar el nombre del Colegio, pero se incluyó esta otra modificación sin realizar la debida publicitación que requería, violentando así también los principios de seguridad jurídica, publicidad. 

	REGLAMENTO DE TRANSICIÓN PARA LA REVISIÓN Y APROBACIÓN DE PLANES REGULADORES

Expediente: 15-014450-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 2, 3, 4, 16, 21, 22, 23.c, 24.c y 31 del Decreto 39150-MINAE-MIVAH-PLAN-TUR (y eventualmente contra todo el Decreto), Reglamento de Transición para la Revisión y Aprobación de Planes Reguladores, por considerarlos contrarios a los principios de objetivación, de progresividad, y de no regresión, así como a los artículos 21, 50 y 89 de la Constitución Política. Este reglamento define un período de “transición” de cinco años para la revisión de la variable ambiental y la aprobación de los planes reguladores, plazo dentro del cual deberá elaborarse y entregarse a las Municipalidades las herramientas e insumos para la confección de ordenamientos territoriales que consideren aspectos como la vulnerabilidad hidrogeológica, amenazas naturales o capacidad de uso del suelo. Además, señala el decreto la metodología que deberá utilizar SENARA para la evaluación hidrogeológica, las municipalidades para la evaluación de la capacidad de uso de suelo (mediante el acuerdo del MAG 001-20015), o de amenazas naturales siguiendo el criterio de la Comisión Nacional de Emergencias, y, en general, la participación de SETENA en estos procesos. Aducen los accionantes que la transición pensada para agilizar la aprobación de los planes reguladores contiene variables que en poco protegen el ambiente, porque durante el plazo previsto lo que se presentan son excepciones y autorizaciones para la actuación de los gobiernos locales sin mayor intervención técnica de las autoridades relacionadas, permitiendo, en consecuencia, la vulnerabilidad de las variables que se pretende proteger, varias de las cuales, insisten, no requieren excepción alguna. Afirman que se brinda un tratamiento superficial a las variables y a las excepciones, y que se permite desaplicar normativa vigente que sí resulta protectora, y que la aplicación del Decreto impugnado daría lugar a la existencia de contradicciones entre los nuevos planes reguladores que llegaren a aprobarse, y los planes ya adoptados con base en la diversa normativa de protección y zonificación ambiental. Como medida cautelar, solicitan se disponga la no aplicación del Decreto cuestionado, toda vez que en su criterio sí existe otro tipo de normativa que contribuye a proteger las variables que se pretende regular. 

	IMPUESTO A MOTELES


Expediente: 15-014593-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el capítulo VI de la Ley 8343, Ley de Contingencia Fiscal; el artículo 3 de la ley 6790, Reforma al Impuesto del IMAS a Moteles y Hoteles sin Registro; y el Reglamento 33874. Estima que la modificación y aumento del 40% al tributo del IMAS a los establecimientos considerados como moteles y hoteles de paso o sin registro, contraría el derecho a la sexualidad, la libertad sexual, la intimidad, la determinación y la igualdad. Aduce que el impuesto se establece y modifica únicamente sobre la base que las habitaciones son utilizadas para encuentros íntimos y relaciones sexuales –aunque no se tengan-, generando desigualdad con la renta de habitaciones en hoteles «formales», sobre los que no se aplica dicha presunción. Afirma que el impuesto se fundamenta en razones morales ya superadas, y que las variables consideradas en la norma son de apreciación subjetiva (disponibilidad en la habitación de juegos sexuales, espejos o similares, entre otras). Señala que el reglamento de la ley no sólo define el procedimiento de cobro, sino que realmente complementa las previsiones legales, utilizando entonces un medio inidóneo para tal fin reservado a la ley, y que dispone que será el IMAS el encargado de calificar los establecimientos donde se aplicará el tributo, dando lugar a posibles arbitrariedades y sin que sea la ley la que defina el agente retenedor del impuesto, aspectos que sí están bien definidos en los demás tributos contemplados en la ley cuestionada, pero no así cuando se trata del impuesto a estos establecimientos. Reitera que las tablas de calificación de los moteles dejan amplios espacios a la arbitrariedad, todo lo cual vulnera los principios de justicia tributaria, igualdad ante las cargas públicas, razonabilidad y proporcionalidad. Solicita se suspenda el cobro o retención del tributo. 

	SISTEMA DE ESTUDIOS DE POSGRADO DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA


Expediente: 15-014687-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionaldiad contra el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica, en la medida que dispone que debe obtenerse una nota mínima de 8 para poder continuar con los estudios, caso contrario se excluye al estudiante del ciclo lectivo. 

	SE ACUSA OMISIÓN LEGISLATIVA SOBRE EL CÓDIGO DE MINERÍA


Expediente: 15-014717-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra la omisión del Poder Legislativo de disponer en el artículo 40 del Código de Minería, que las concesiones mineras aprobadas e inscritas en la Dirección de Geología y Minas deben anotarse igualmente ante el Registro Público, ya que al omitirse esa previsión se violenta los principios de seguridad jurídica, de publicidad registral y el derecho de propiedad. El tema de fondo está relacionado con la previsión de qué sucede cuando se traspasa un inmueble sobre el que se aprobó una concesión minera –en este caso, para explotación de cantera-, y el inmueble queda a nombre de una persona, y la concesión a nombre de otra, siendo que el propietario y adquirente del inmueble desconoce la existencia de la concesión porque la misma no está siquiera anotada en el Registro Público. 

	IMPOSIBILIDAD DE RECUSAR EN ACTIVIDAD JUDICIAL NO CONTENCIOSA


Expediente: 15-014739-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 53, 54, 55 inciso 4), 60, 71 inciso 8). 72 y 73 del Código Procesal Civil. Normas que regulan la imposibilidad de recusar en actividad judicial no contenciosa, lo cual considera la parte accionante es irracional, desproporcionada y arbitraria puesto que por más acciones u omisiones que lesionen el deber de imparcialidad, estas no podrán ser analizadas para determinar la competencia subjetiva de la autoridad judicial.

	EDUCACIÓN RELIGIOSA EN SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL

Expediente: 15-014813-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de Inconstitucionalidad contra el Manual Descriptivo de Especialidades Docentes, por cuanto se establece la definición de que la Educación Religiosa es un componente importante del currículo de la Educación General Básica y la Educación Diversificada de nuestro sistema educativo, busca que los estudiantes asimilen y hagan propio el sistema de creencias, de juicios morales, de normas de conducta y de símbolos y ritos de la religión oficial de nuestro país. Considera la parte accionante que con tal definición se contradice los artículos 28 y 33 de la Constitución Política y es contrario al principio de Libertad Religiosa.

	PROCEDIMIENTO PARA LA SOLICITUD DE REGISTROS TELEFÓNICOS AL ICE


Expediente: 15-014848-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de Inconstitucionalidad contra la circular 02-2006 del Ministerio Público “Procedimiento para la Solicitud de Registros Telefónicos al Instituto Costarricense de Electricidad”, suscrita el día 27 de enero de 2006. Considera el accionante que dicha  circular abre un portillo para que los fiscales y la policía violenten la intimidad y los datos privados de los ciudadanos al hurgar el origen y destino de las llamadas, mensajes de texto, fotos, historiales de conversaciones, esto sin una orden escrita de una autoridad judicial.

	LÍMITES EN CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA PARA REGIDORES MUNICIPALES


Expediente: 15-014852-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de Inconstitucionalidad contra la frase: “y a los regidores” del artículo 31 del Código Municipal, y la frase “los regidores propietarios” del artículo 22 Bis inciso b) de la Ley de Contratación Administrativa. Considera el accionante que estas normas resultan contrarias al derecho de libre acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad, de modo que ese libre acceso a la administración pública mediante un puesto de elección popular no puede ser distorsionado mediante límites impuestos al derecho al trabajo o a la actividad económica que se pueda establecer con entidades públicas.

	DELITO DE CULTIVO DE DROGAS PROHIBIDAS


Expediente: 15-014863-0007-CO

Sentencia: Pendiente


Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 58 de la Ley 8204, Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. Considera el accionante que dicha Ley no permite distinguir entre el cultivo de marihuana con fines hortícolas para el autoconsumo, del delito de cultivo de drogas prohibidas con fines de tráfico que sanciona la misma, lo cual considera contrario a los principios democrático, de lesividad, de legalidad, la libertad, el derecho de los consumidores y el derecho a la salud.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]
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ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
SEPTIEMBRE - 2015
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de SEPTIEMBRE DE 2015. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

SEPTIEMBRE  2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

SEPTIEMBRE  2015


	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Facultativas
	0
	

	Consultas Legislativas
	2
	0.12

	Consultas Judiciales
	2
	0.12

	Acciones de Inconstitucionalidad
	26
	1.59

	Hábeas Corpus
	178
	10.88

	Recursos de Amparo
	1457
	89.11

	Total
	1665
	100


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

SEPTIEMBRE 2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

SEPTIEMBRE 2015


	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	347
	23.63

	Con Lugar Parcial
	61
	4.15

	Sin Lugar
	414
	28.20

	Rechazo de Plano
	589
	40.12

	Rechazo por el Fondo
	57
	3.9

	Total 
	1468
	100,00


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

JULIO 2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Ambiente
	20
	1.22

	Amparo contra Norma
	8
	0.57

	Asamblea Legislativa
	2
	0.12

	Asociación
	15
	0.91

	Bancario
	16
	0.96

	Colegios Profesionales
	11
	0.61

	Comercio
	6
	0.33

	Contraloría
	0
	0

	Contratos o Licitaciones
	2
	0.12

	Educación
	62
	3.79

	Electoral
	6
	0.33

	Familia
	8
	0.48

	Financiero
	0
	0

	Información
	24
	1.46

	Intimidad
	14
	0.85

	Libertad de Expresión y Prensa
	1
	0.06

	Libertad de Tránsito
	7
	0.42

	Migración
	11
	0.67

	Minorías
	9
	0.55

	Municipalidad
	63
	3.85

	Notariado
	2
	0.12

	Penal
	88
	5.38

	Penitenciario
	83
	5.07

	Pensión
	69
	4.22

	Pensiones Alimentarias
	61
	3.73

	Petición
	101
	6.11

	Poder Ejecutivo
	28
	1.71

	Poder Judicial
	38
	2.32

	Pronta Resolución
	141
	8.62

	Propiedad
	39
	2.38

	Salud
	352
	21.52

	Seguridad Social
	27
	1.65

	Seguros
	17
	1.03

	Servicios Públicos
	52
	3.18

	Sujeto de Derecho Privado
	23
	1.40

	Trabajo
	205
	12.83

	Tramite
	1
	0.06

	Tránsito
	19
	1.16

	Tributario
	4
	0.24

	TOTAL
	1635
	100


Cuadro N°4: Este cuadro presenta los asuntos votados por tema y por resultado o término. 

	CUADRO No.4

ASUNTOS VOTADOS POR  TEMA Y POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

JULIO 2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

JULIO 2015

 
	

	Por Tema
	

	 
	

	Ambiente
	12

	 
	

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Amparo contra norma
	6

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Asamblea legislativa
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Asociación
	13

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Bancario
	16

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	14

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Colegios profesionales
	11

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Comercio
	6

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Contratos o Licitaciones/ Contraloría
	2

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Educación
	57

	 
	

	Con Lugar
	10

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	25

	Sin Lugar
	19

	 
	

	Electoral
	6

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Familia
	8

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Financiero
	0

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Información
	20

	 
	

	Con Lugar
	5

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	8

	 
	

	Intimidad
	13

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	7

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Libertad de expresión y prensa
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Libertad de Tránsito
	6

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Migración
	10

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Minorías
	4

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Municipalidad
	52

	 
	

	Con Lugar
	5

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	35

	Sin Lugar
	11

	 
	

	Notariado
	2

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Penal
	82

	 
	

	Con Lugar
	11

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	20

	Sin Lugar
	47

	 
	

	Penitenciario
	71

	 
	

	Con Lugar
	14

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	26

	Sin Lugar
	26

	 
	

	Pensión
	63

	 
	

	Con Lugar
	15

	Con Lugar Parcial
	8

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	38

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Pensiones alimentarias
	31

	 
	

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	6

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	15

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Petición
	81

	 
	

	Con Lugar
	31

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	7

	Rechazo de Plano
	23

	Sin Lugar
	15

	 
	

	Poder ejecutivo
	26

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	4

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Poder judicial
	33

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	29

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Pronta resolución
	121

	 
	

	Con Lugar
	16

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	4

	Rechazo de Plano
	82

	Sin Lugar
	16

	 
	

	Propiedad
	36

	 
	

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	15

	 
	

	Salud
	323

	 
	

	Con Lugar
	185

	Con Lugar Parcial
	12

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	21

	Sin Lugar
	102

	 
	

	Seguridad social
	26

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	15

	Sin Lugar
	7

	 
	

	Seguros
	13

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Servicios públicos
	45

	 
	

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	21

	 
	

	Sujeto de derecho privado
	21

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	15

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Trabajo
	183

	 
	

	Con Lugar
	22

	Con Lugar Parcial
	12

	Rechazo por el Fondo
	7

	Rechazo de Plano
	93

	Sin Lugar
	49

	 
	

	Tramite
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Tránsito
	15

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Tributario
	4

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	1


	CUADRO No.5

Cuadro N°5: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 
ASUNTOS VOTADOS POR  ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	SEPTIEMBRE  2015

	

	Por área del Estado involucrada

	 
	 
	 

	 
	
	

	Autónomas
	185
	11.11

	Caja Costarricense del Seguro Social
	469
	28.16

	Contraloría General de la República
	1
	0.06

	Colegios Profesionales
	14
	0.85

	Defensoría de los habitantes
	0
	0

	Municipalidad
	155
	9.30

	Sujeto de derecho privado
	82
	5.01

	País
	0
	0

	Poder Ejecutivo
	475
	28.52

	Poder Judicial
	222
	13.33

	Poder Legislativo
	4
	0.24

	Privado
	0
	0

	Procuraduría General de la República
	1
	0.06

	Tribunal Supremo de Elecciones
	5
	0.30

	Varios
	0
	0

	No aplica
	30
	1.80

	No indica
	22
	1.32

	Total
	1665
	100,00

	
	 
	 


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 

310

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

ACTUALIZACIÓN DE SETIEMBRE 2015
ARTÍCULO 7 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

“el derecho y libertad de aprender es un derecho fundamental en el que deben procurarse los medios y garantías para que aquella sea excelente y accesible, de derecho y de hecho, a toda la población. Asimismo, a favor de los menores de edad,  el  derecho  a  la  educación  es  reconocido  en  diversos  instrumentos internacionales vigentes en nuestro país, con valor incluso superior a la leyes que les reconocen los artículos 7 y 48 de la Constitución PolíticA. Sentencia 13254-15
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

“En este caso, al igual que precedente citado, se comprueba fehacientemente que se han excedido los límites impuestos en la legislación ordinaria, como lo podría ser el cumplimiento de requisitos, tener los permisos municipales, exigir documentos o requisas para permitir el paso, impedir el acceso de forma arbitraria o bien cualquier vía de hecho ilegítima, resultaría una violación grosera de los derechos y garantías individuales. Por otra parte, en los casos en los cuales se cumple con la normativa especial, la limitación a ese derecho constitucional, se estimaría conforme, legal y ajustada al parámetro de constitucionalidad, al valorarse en que en el caso concreto no se cumple con lo preceptuado por la Ley número 8892 de 10 de noviembre de 2010. En estos casos, el recurso de amparo constituirá un remedio judicial efectivo para restablecer el derecho vulnerado debiéndose declarar con lugar el recurso, ordenando que, para la adoptar las medidas de seguridad que restrinjan o limiten la libertad de tránsito en las urbanizaciones o residenciales, se podrían disponer, únicamente, cuando se cumpla con todos los presupuestos que establece la normativa ordinaria y los reglamentarios adoptados a lo interno de los gobiernos locales. La discusión sobre el cumplimiento de algunos o de todos los requisitos, no es materia que deba conocer esta Sala, pero cuando las limitaciones a la libertad de tránsito se realizan al margen de la legalidad, por las vías de hecho, como en este caso, no puede ignorarse que se produjo una lesión a la libertad de tránsito, bajo estos supuestos, estimaría el amparo. Por lo expuesto, se estima el presente recurso de conformidad con lo señalado en la parte dispositiva de esta resolución.” Sentencia 13743-15
ARTÍCULO 33 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

“Las instituciones públicas y las privadas de servicio público deberán proveer, a las personas con discapacidad, los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridos para garantizar el ejercicio de sus derechos y deberes. El Estado, debe procurar una serie de políticas que hagan efectiva esa protección. Es evidente que existe en Costa Rica todo un sustento normativo que justifica el cambio del paradigma tradicional que se ha venido manejando en relación con las personas con discapacidad. En primer lugar, debe el Estado adoptar medidas para eliminar progresivamente la discriminación y proveer a las personas con discapacidad los servicios de apoyo y ayudas técnicas requeridas para garantizarles el ejercicio de sus derechos y deberes. Sentencia 13254-15
ARTÍCULO 37 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

El artículo 37 de la Constitución Política, concordante con lo dispuesto por los artículos 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1° de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establece: "Nadie podrá ser detenido sin un indicio comprobado de haber cometido delito, y sin mandato escrito de juez o autoridad encargada del orden público, excepto cuando se trate de reo prófugo o delincuente infraganti; pero en todo caso deberá ser puesto a disposición del juez competente dentro del término perentorio de veinticuatro horas". El constituyente se ocupó de esta manera de tutelar el derecho a la libertad, como regla, y la detención, como excepción, la cual solo será procedente en los supuestos expresamente previstos. Sentencia 13393-15
ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

En lo que concierne al derecho a la justicia pronta y cumplida, estatuido en el artículo 41 de la Constitución Política, la Sala debe juzgar las causas de los atrasos judiciales a fin de comprobar si el órgano jurisdiccional no ha empleado la requerida diligencia para acatar ese mandamiento constitucional. Al respecto, resulta evidente que la duración excesiva y no justificada de los procesos implica una clara violación a ese principio, pues los reclamos y recursos puestos a conocimiento de la Administración de Justicia deben ser resueltos, por razones de seguridad jurídica, en plazos razonablemente cortos. Sin embargo, esto no significa la constitucionalización de un derecho a los plazos, sino el derecho establecido casuísticamente con base en la consideración a determinados elementos de juicio, tales como la complejidad del asunto, la conducta de los litigantes y las autoridades, las consecuencias para las partes de la demora, o las pautas y márgenes ordinarias del tipo del proceso de que se trata. Sentencia 13365-15
ARTÍCULO 51 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

"El Estado tiene el deber de brindarle una protección especial a las personas adultas mayores, en los términos en que está consagrado por el artículo 51 de la Constitución Política, que dispone: "La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente  tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido". Sentencia 13527-15
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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